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A MANERA DE INTRODUCCIÓN





María del Pilar Berrios Navarro

Carlos Ricardo Aguilar Astorga







Las políticas públicas se definen fundamentalmente como acciones que buscan resolver problemas públicos, entendidos como aquellos que son asumidos por diversos actores; esto, bajo una doble lógica, racionalidad de los recursos (eficiencia), pero también con el involucramiento de esos actores, ya sean afectados o interesados (legitimidad) y que en su interacción manifiestan relaciones de poder; desde una perspectiva técnicopolítica, poco tocan aspectos axiológicos o valores universales que debieran quedar plasmados en sus orientaciones. En cambio, nos dicen Vázquez y Delaplace:

[…] la perspectiva de derechos humanos pone énfasis en las obligaciones internacionales que ha asumido el Estado y que deben quedar claramente plasmadas y cumplimentadas en sus políticas públicas sin importar cómo lo haga. Desde esata perspectiva la relación parece evidente: los fines los pone la perspectiva de derechos humanos, los medios los propone la gestión de las políticas (Vázquez y Delaplace, 2011:40).

Gestión de políticas que contemplan momentos diferenciados en el desarrollo de esas acciones: definición del problema público, estructuración de agenda, análisis de alternativas, diseño, implementación y evaluación, que se cruzan con los aspectos de la administración pública: marco normativo, diseño institucional, presupuesto e interacción entre gobierno y ciudadanía; se puede aseverar que la tenidos sustantivos por derecho que apelan necesariamente a la transversalidad, integralidad y progresividad como criterios fundamentales). Hay propuestas que sostienen que para avanzar en la protección de los derechos, ambas dimensiones son necesarias.

[Los derechos humanos] deben estar presentes en dos dimensiones: a) en primer lugar, en la base de toda política pública de cualquier materia, y aquí hablamos de políticas públicas con perspectiva o enfoque de derechos, y b) específicamente, en las de promoción y protección de los derechos humanos en sí (Garretón et al., 2004:9).

Las políticas públicas con enfoque en derechos humanos son las acciones del Estado orientadas a la prevención, protección y garantía de todos y cada uno de los derechos, y que de manera explícita se diseñan e implementan para cumplir con obligaciones nacionales e internacionales del Estado en cada una de las materias. Son políticas desarrolladas para favorecer y garantizar el cumplimiento y respeto de los derechos humanos. Por otra parte, la realización de éstos requiere de lineamientos específicos: políticas públicas de derechos humanos.

A lo largo de este trabajo se muestra cómo los marcos institucionales y políticos que entraña la perspectiva de derechos humanos son instrumentos que pueden ser efectivos para atenuar, e incluso revertir la desigualdad real, y también someter a cuestionamiento profundo a las instituciones sociales y públicas. Uno de ellos, fundamental, es el espectro de políticas públicas.

De esta manera las políticas públicas, dado que en ellas convergen, por una parte, una articulación obligada entre lo técnico y lo político, y por otra, un abordaje interdisciplinario, son la vía idónea para hacer efectivas las obligaciones jurídicas, imperativas y exigibles, impuestas por los tratados de derechos humanos con toda la formalidad que la acción gubernamental exige para el cumplimiento de sus obligaciones a través de la vía institucional.





LA IMPORTANCIA DEL DISEÑO INSTITUCIONAL
PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS





El tema y enfoque de los derechos humanos se ha ido colocando en el terreno político y social en las dos últimas décadas, debido a las demandas de mayor libertad y reconocimiento social que grupos y organizaciones sociales han realizado de manera sistemática. La positivación del derecho de los derechos humanos ha logrado que existan espacios institucionales que permitan a diferentes sujetos sociales constituirse en sujetos de derecho, lo que a su vez ha dado instrumentos para su exigibilidad y su consecuente vigencia.

Ludwig Güendel señala que desde el enfoque de los derechos humanos, socialmente se ha dado una revaloración del derecho por parte de movimientos sociales populares, quienes han movido su posición de descalificación del derecho por ser un instrumento para la dominación de clase, hacia un replanteamiento en sus estrategias y formas de hacer política, dado que estos grupos se han visto obligados a actuar dentro de la institucionalidad formal.

Se reconoció que estos marcos institucionales y políticos son instrumentos que pueden ser efectivos para atenuar e incluso revertir la desigualdad real […] y a desarrollar estrategias viables de reconfiguración del proceso de integración social. También han sometido a un cuestionamiento profundo a las instituciones sociales y públicas (Güendel, 2002:108109).

De acuerdo con el autor, “la creciente institucionalización de las sociedades es el factor que ha obligado a evolucionar hacia este tipo de fórmulas que traducen —las vindicaciones de— los derechos humanos en reglas, políticas y prácticas sociales” (Güendel, 2002:109).

El derecho internacional sobre derechos humanos se reconoce como un marco conceptual explícito y aceptado por la comunidad internacional que, además, contribuye a definir con mayor precisión las obligaciones de los Estados frente a los principales derechos humanos involucrados en las políticas públicas. Este enfoque es claro al establecer explícitamente las normas y principios que orientarán la formación de políticas y estrategias nacionales e internacionales, por lo que las políticas e instituciones que busquen impulsar estrategias en esa dirección se deben basar explícitamente en tal marco normativo e imperativo.

El concepto de derechos humanos en América Latina está ligado principalmente con la necesidad de limitar el poder de las autoridades, es decir, los límites que el Estado debe asumir frente al ciudadano, sobre todo en un contexto de dictaduras militares en el sur del continente y, en el caso de México, del autoritarismo del partido de Estado a lo largo del siglo XX. No obstante, en la actualidad los principios, reglas y estándares de derechos en el derecho internacional de los derechos humanos ha logrado establecer, con mayor claridad, no únicamente las obligaciones negativas del Estado sino además las obligaciones positivas, definiendo no sólo lo que el Estado no debe hacer para no violar los derechos sino también aquello que debe hacer para lograr la plena materialización de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.1

De esta manera, el reconocimiento de los derechos de las personas es uno de los principios y conceptos fundamentales del enfoque de derechos. Así, el punto de partida para formular una política es la existencia de personas, sujetos de derechos que pueden exigir o demandar:

[…] atribuciones que dan origen a obligaciones jurídicas para otros y, por consiguiente, al establecimiento de mecanismos de tutela, garantía o responsabilidad […] Se procura cambiar así la lógica de la relación entre el Estado —o los prestadores de bienes y servicios—, y los futuros destinatarios de las políticas. Ya no se trata sólo de personas con necesidades, que reciben beneficios asistenciales o prestaciones discrecionales, sino de titulares de derechos que tienen el poder jurídico y social de exigir del Estado ciertos comportamientos (Abramovich, 2006:37).

Este reconocimiento de derechos obliga necesariamente a medidas judiciales —o de otro tipo— que posibiliten al titular del derecho el reclamo ante una autoridad judicial en caso de que el sujeto obligado no cumpla con su obligación. Esto significa que el enfoque basado en derechos establece obligaciones correlativas, cuyo incumplimiento activará diferentes mecanismos de responsabilidad o de garantías. Por ello, el reconocimiento de derechos es también el reconocimiento de un ámbito de poder para sus titulares. En cierta forma también delimita el margen de acción de los sujetos obligados, entre ellos el Estado, pues define en cierta medida, y en sentido amplio, lo que el obligado puede y no puede hacer.

Cabe decir aquí que para el enfoque basado en derechos es fundamental partir del reconocimiento de una relación directa entre el derecho, la obligación correlativa y la garantía, pues ella sin duda influirá en el establecimiento de un marco conceptual para la formulación e implementación de políticas públicas y de mecanismos de rendición de cuentas o responsabilidad que puedan considerarse compatibles con la noción de derechos. No obstante, no se pretende reducir el enfoque de los derechos humanos al campo jurídico, al contrario, más allá de los aspectos procedimentales de la ley se trata de explicitar una toma de posición sobre las relaciones sociales que subyace en el enfoque de los derechos humanos, y que se puede reconciliar con la política y el derecho, en este caso, a través de las políticas públicas.

Los derechos humanos orientan las políticas y brindan un marco conceptual para su formulación, implementación y evaluación; además, ponen de relieve las acciones mínimas que el Estado tiene el deber de realizar. Los estándares establecidos en el derecho de los derechos humanos han influido en la transformación de los sistemas de justicia en los diversos países y ha logrado que las autoridades atiendan cada vez más los principios y las reglas. También ha contribuido a la conformación de una burocracia estatal para el manejo de estos temas (oficinas y comisiones de derechos humanos, defensorías del pueblo y funcionarios especializados) la cual suele influir en algunos aspectos de la gestión pública.2

Los instrumentos internacionales fijan estándares encaminados a orientar las políticas públicas, los que luego van a ser la norma en que se basarán las intervenciones de los mecanismos de supervisión para verificar si las políticas y medidas adoptadas se ajustan o no a ellos (por ejemplo, estándares de “razonabilidad”, “adecuación”, “progresividad” o “igualdad”, o de contenidos mínimos que pueden devenir por las propias normas internacionales que establecen esos derechos).

Por lo tanto, el derecho internacional de los derechos humanos no formula políticas, sino que establece estándares que sirven de marco a las políticas que cada Estado define. Ni los mecanismos de supervisión ni los jueces (de ser ése el caso) tienen la tarea de elaborar políticas públicas; lo que deben hacer es confrontar las políticas adoptadas con los estándares jurídicos aplicables y —en caso de hallar divergencias reenviar el caso a los poderes pertinentes para que ellos ajusten su actividad en consecuencia. Por lo demás, las políticas incorrectas o fallidas no siempre desembocan en el incumplimiento de derechos; esto sólo ocurrirá cuando el Estado haya dejado de cumplir con alguna de las obligaciones asumidas. Por el contrario, puede haber políticas exitosas en el logro de sus objetivos pero que consagren la vulneración de derechos. Es indudable, sin embargo, que los derechos fijan marcos para la definición de políticas y de este modo inciden no sólo en sus contenidos u orientación, sino también en su elaboración e implementación (Abramovich, 2006:43).

Así pues, la vigencia de los derechos humanos es, por antonomasia, un concentrado sustantivo de problemas públicos en tanto que su concepción y reconocimiento han sido históricamente conquistados debido a las innumerables muestras de las formas en que el poder público se ha ejercido con límites escasos frente a los gobernados. Actualmente las sociedades reconocen que todo ser humano, por el hecho de serlo, tiene derechos inherentes a su dignidad y que todo Estado está en el deber de respetar, garantizar o satisfacer. Desde esta noción general se subraya el que los derechos humanos son inherentes a la persona humana, así como que son derechos que se afirman frente al poder público.

Tanto la Organización de Naciones Unidas (ONU) en escala internacional como la Organización de Estados Americanos (OEA) en el nivel regional, han creado un cuerpo inclusivo de legislación sobre derechos humanos que requiere que los Estados encaminen sus acciones para asegurar la vigencia de estos derechos, a través del cumplimiento de sus obligaciones de respeto, protección, promoción y garantía, asentados en los instrumentos internacionales y ante los cuales existen mecanismos de protección. Dichos instrumentos abarcan derechos como el derecho a la vida, a la salud, a la vivienda, a la familia, a la autodeterminación de los pueblos, al trabajo, a la integridad personal, a la educación, a recibir los beneficios de la tecnología, a la realización de elecciones limpias y confiables, a un medio ambiente sano, a no ser detenido ilegalmente ni torturado, a formar sindicatos, al desarrollo, a la paz, entre otros; esto nos lleva obligadamente al ámbito de las políticas públicas, ya sean de envergadura (políticas constitutivas) o de carácter específico o sectorial (distributivas y redistributivas), constituyendo un denso entramado o perfilando una red amplia de políticas.

La amplitud de asuntos que conforman la agenda de derechos humanos nos lleva necesariamente a visualizar el proceso de institucionalización de la incorporación de este enfoque como aquel de generación de un andamiaje amplio, diverso, complejo y, en algunos casos, contradictorio, en donde la noción de Estadored cobra sentido y, más aún, en un segundo nivel de análisis, una perspectiva sistémica que acuerpa las diversas interacciones políticas y de políticas (Stein et al., 2006).

De esta manera, Mény y Thoenig proponen, para el análisis de políticas, la consideración de que una política pública es un sistema de acción pública. Así, se pone énfasis en la forma de actuar de una o varias autoridades gubernamentales, la forma de abordar y tratar una sustancia o un contenido específico. “Se necesitan tres conceptos para realizar correctamente esta tarea: el sistema de actores, el de la actividad y, por último, el del proceso” (Mény y Thoenig, 1992:89).



CUADRO 1

DIMENSIONES EN LA GARANTÍA
DE LOS DERECHOS HUMANOS
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FUENTE: elaboración propia.




La autoridad gubernamental es el actor central de una política pública en tanto que posee la facultad decisoria formalmente hablando, pero no es el único actor involucrado dada la existencia de otros actores (formales y no formales) con los que existe una interdependencia de acciones. Por ello, la importancia de estudiar la influencia social que determinada política cierne en torno suyo, y estudiar “de qué modo los actores, manejando sus relaciones de interdependencia dentro de un sistema que esta política estructura, contribuyen al curso de los acontecimientos” (Mény y Thoenig, 1992:103).

Otra manera de abordarlo es lo que Manuel Canto plantea ante la constatación de que las políticas públicas orientadas y enfocadas por una perspectiva tecnocrática y economicista no han resultado eficaces ni eficientes, de ahí la necesidad de retomar el ámbito políticoinstitucional y cultural de las políticas en su estudio y formulación, de tal manera, que se consideren como elementos sustantivos en el proceso, el debate, las negociaciones y los acuerdos entre los diversos actores que participan en él. Estos elementos son clave también —como lo es el contenido y la orientación de la política— para elevar la calidad y la eficacia de las políticas públicas (Canto, 2002).

Entonces, el proceso de las políticas y el de los programas públicos3 debe mirarse de manera contextualizada, dentro de un sistema político dado, con determinados actores interactuando influenciados por diversos elementos, tales como las instituciones, las costumbres políticas, la historia y las actitudes de los ciudadanos, por mencionar algunos. La combinación de estos factores dentro del proceso de las políticas da forma a las políticas, las pone en práctica desde su concepción hasta su ejecución. El Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en su informe 2006, es enfático al afirmar que los procesos políticos y de formulación de políticas son inseparables, de tal modo que si se omite separar el vínculo entre ambos, es más factible que se produzcan políticas fallidas (Canto, 2002).

Resulta, entonces, medular explicitar la complejidad del proceso de formulación de las políticas públicas y evitar análisis sesgados o fragmentados por la lógica económica y técnica. La complejidad aludida radica en la diversidad de actores que se relacionan en el proceso, así como las características que los definen: facultades, horizontes temporales, incentivos, ámbitos de interacción, las reglas del juego a las que se ciñen y que repercuten en la manera en que operan (Mény y Thoening, 1992).

La discusión, aprobación, e implementación, durante el proceso de formulación de políticas, se desarrolla en un escenario en el que participan varios actores políticos, y éstos a su vez se relacionan en diversos escenarios —formales e informales— a través de negociaciones e intercambios, cuyas manifestaciones y formas dependerán mucho de las posibilidades que les da el medio institucional. Sus reglas de interacción pueden influenciar las formas en las que se juega. El comportamiento de los actores en estos intercambios y la naturaleza de los intercambios dependen de las preferencias e incentivos de los actores, de sus limitaciones y de las expectativas respecto a otros jugadores. A la vez, el comportamiento también está determinado por el funcionamiento de las instituciones políticas y por las reglas institucionales básicas que definen los papeles y las reglas de interacción entre ellos (Stein et al., 2006).

Por otra parte, la habilidad de los actores para llegar a acuerdos es relevante en este proceso, también su capacidad para asegurar el cumplimiento de estos acuerdos, es decir, para cooperar, cuestión que se vuelve fundamental para asegurar un buen resultado de la política. Según el BID, las políticas públicas efectivas requieren de actores políticos con horizontes temporales relativamente largos, y de escenarios institucionalizados para la discusión, la negociación y el control del cumplimiento de los acuerdos políticos y de políticas.

Para ello se requiere poner atención especial en los actores clave y sus papeles formales e informales, preferencias, incentivos y capacidades institucionales, y su interacción con otros actores en otros escenarios. Es relevante, además, considerar las múltiples dimensiones institucionales clave y sus interacciones, además de las dinámicas históricas y culturales que nos conducen al plano del nuevo institucionalismo.

Una de las dificultades de utilizar el término institución es que usualmente adquiere varios significados, no sólo en los estudios sociales y políticos, sino para el conjunto de académicos y ciudadanos del común. La principal confusión es que con institución se refieren a una entidad organizacional (firmas, partidos, etc.), en otros casos a la estructura del aparato público u oficial (dependencias de gobierno). Un segundo riesgo es que normalmente se le asocia con las reglas formales o exclusivamente con el marco institucional formal. A partir de las ideas del enfoque neoinstitucional se harán las precisiones pertinentes. Entre las definiciones más aceptadas por el conjunto de analistas se encuentra la del economista Douglass North (1990), quien define las instituciones como las reglas formales, las limitaciones informales (normas de comportamiento, convenciones, códigos de conducta autoimpuestos o estándares personales) y las características de aplicación de ambos, que definen la estructura que los seres humanos imponen a la interacción humana.

El énfasis está en las reglas normativas que introducen una dimensión establecida, evaluativa y obligatoria en la vida social. Los sistemas normativos incluyen valores y normas. Los valores son la concepción de lo que se prefiere o es deseable junto con la construcción de estándares que pueden ser comparados y evaluados con estructuras o comportamientos existentes. Las normas especifican cómo se deberían hacer las cosas, precisan los medios legítimos para conseguir los objetivos valorados. Los sistemas normativos definen metas u objetivos, pero también, designan los caminos apropiados para llegar a ellos. Estas concepciones no son simplemente anticipaciones o predicciones sino prescripciones —expectativas normativas— de lo que se supone deben hacer los actores. El enfoque normativo de las instituciones enfatiza cómo los valores y los marcos normativos estructuran las elecciones de los individuos.

Según March y Olsen (1997), el marco institucional es definido como el conjunto de normas, tradiciones, y costumbres que existen en un sistema político, y punto de referencia a partir del cual los actores deciden su comportamiento. En la misma línea, Scott (1987), define las instituciones como sistemas relativamente duraderos de creencias sociales y prácticas socialmente organizadas, asociadas con los diversos ámbitos en las sociedades, por ejemplo, la religión o la familia.

Una de las versiones más difundidas acerca de las instituciones es la que proviene de la socioantropología, que señala que las instituciones son la objetivación del orden social y de la cultura dominante, es decir, un sistema de normas y modelos culturales de comportamiento (Bourdieu, 1983; Malinowski, 1974). En consecuencia, estructuran reglas, normas y valores socialmente aceptados. Desde este punto de vista las instituciones constituyen un depósito de normas.

El neoinstitucionalismo postula que los actores y las instituciones se influyen recíprocamente. Según este paradigma el homo institutionalus, al encontrarse atrapado o incrustado en las reglas institucionales formales e informales, adopta conductas políticas que se adecuan a los valores y expectativas que las citadas reglas proponen, pero al mismo tiempo las modifica de manera incremental mediante sus propias decisiones y acciones. A fin de atender esta multicausalidad, el analista debe tener en cuenta simultáneamente las conductas individuales y las estructuras o reglas institucionales.

El neoinstitucionalismo, lejos de constituirse en un cuerpo unificado y terminado de pensamiento, puede considerarse un conjunto de enfoques analíticos reexaminados a partir de los años ochenta para intentar entender y explicar los cambios sociopolíticos que enfrentaban la mayoría de países en el escenario mundial, y que resulta útil para explicar la relación entre reglas formales e informales (marco institucional) y los procesos y resultados sociopolíticos. Sin embargo, la mayoría de estos estudios centraron su atención solamente en las reglas formales y los marcos legales en el análisis e interpretación de los procesos políticos. Aunque con muchos logros en materia analítica, esta escuela del “viejo institucionalismo” fue reestructurada en los últimos años, e incorpora nuevas reflexiones relacionadas con las reglas informales y el papel de los agentes en las intermediaciones y en los resultados políticos.

Uno de los planteamientos centrales de este trabajo es que el diseño institucional es condición y derivación de la puesta en marcha de políticas públicas de y con enfoque de derechos humanos.





POLÍTICAS PÚBLICAS DE Y CON ENFOQUE
DE DERECHOS HUMANOS





Tal como se mencionó, se considera fundamental que los derechos humanos orienten a las políticas públicas de cualquier naturaleza. Esto implica que los principios de derechos humanos y las obligaciones del Estado deben ser contemplados o armonizados con el marco de acción propuesto por los hacedores de políticas. Lo anterior significa buscar que las políticas no entren en contradicción con los principios fundamentales de los derechos humanos, como la universalidad, la indivisibilidad, la interdependencia y la no discriminación (Pérez, 2007).

Dos de las características de las políticas públicas de y con enfoque de derechos humanos son el empoderamiento de las personas y el cumplimiento de los estándares internacionales en materia de derechos humanos. Ambos aspectos están guiados por el elemento central de los derechos humanos: la dignidad humana. En este sentido, la libertad como autodeterminación es uno de los aspectos centrales en la concreción de esta idea de dignidad humana, es el fundamento previo al empoderamiento. En el mismo sentido, los estándares internacionales conllevan un conjunto de derechos que apelan a bienes primarios superiores, como la libertad, igualdad, seguridad, paz, etc. Este conjunto de bienes primarios constitutivos de la moralidad universal supone a los derechos humanos y, de nuevo, a la dignidad humana como fin último de los derechos (Vázquez y Delaplace, 2011:41).

Uno de los principales elementos en el reconocimiento de los derechos humanos es la construcción del sujeto de derechos (rightholder). Este elemento está sumamente relacionado con la raíz liberal de los derechos humanos. Se da por hecho que el creador del poder político es el sujeto: el sujeto es principio y fin del sistema político.

La mayor elaboración en torno a la construcción del sujeto de derechos se ha generado en el derecho al desarrollo y el derecho a no ser pobre;4 esto parece normal si tomamos en cuenta que la pobreza implica la privación de múltiples elementos, de varios derechos que en su conjunto limitan la capacidad de autodeterminación/autorrealización del sujeto, la posibilidad de ejercer la potestad. Es importante dejar claro que esta capacidad de autodeterminación depende de elementos económicos, pero también de factores culturales, sociales y políticos. Por lo tanto, las limitaciones de la autodeterminación no son sólo económicas, también hay múltiples privaciones que se estructuran a partir de elementos culturales, sociales y políticos; la falta de autodeterminación, de potestad del sujeto es multicausal. De aquí que el empoderamiento del sujeto esté vinculado con el derecho a la igualdad, a la no discriminación, a las acciones afirmativas y transformativas y a la perspectiva de género, dejando claro que los derechos humanos son interdependientes, integrales y, por ello, indivisibles (Vázquez y Delaplace, 2011:41).





LOS ESTÁNDARES INTERNACIONALES
DE DERECHOS HUMANOS: OBLIGACIONES,
ELEMENTOS BÁSICOS Y PRINCIPIO DE APLICACIÓN





A partir de 1948, con la emisión de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el derecho internacional de derechos humanos, y la Declaración Universal de los Derechos Humanos en el sistema de Naciones Unidas, se ha dado un boom en materia legislativa internacional que se complementa con las observaciones generales y resoluciones de los comités pertenecientes a Naciones Unidas, de las resoluciones emitidas por los diversos órganos jurisdiccionales de defensa de los derechos humanos, así como por los relatores temáticos o por país que también pertenecen al sistema de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).

El desarrollo del derecho internacional de derechos humanos en la segunda mitad del siglo XX generó diversas obligaciones internacionales a cargo del Estado en cualquiera de sus ámbitos (federal, local o municipal) e independientemente de sus funciones (ejecutivo, legislativo y judicial), que se pueden agrupar en cuatro rubros:





	Obligación de respetar

	Obligación de proteger

	Obligación de garantizar

	Obligación de satisfacer o tomar medidas






Además de las obligaciones en materia de derechos humanos, la conformación del estándar internacional requiere observar los elementos básicos de cada derecho, desarrollados esencialmente por los comités de Naciones Unidas en las observaciones generales, así pues, algunos de ellos son:





	Disponibilidad

	Accesibilidad

	Calidad

	Adaptabilidad

	Aceptabilidad






El último de los elementos que se debe tener en cuenta para “desempacar” un derecho son los principios de aplicación: identificación del núcleo de la obligación, progresividad y prohibición de regresividad, y máximo uso de recursos disponibles La identificación del núcleo de un derecho supone el establecimiento de elementos mínimos que el Estado debe proveer a cualquier persona de forma inmediata y sin que medien contraargumentaciones fácticas de imposibilidades provenientes de escasez de recursos o elementos semejantes. Una vez identificado el núcleo de la obligación, el derecho puede expandirse (los derechos humanos establecen los puntos mínimos, no los máximos de cada derecho). Esta expansión se lleva a cabo por el principio de progresividad y prohibición de regresividad. Una vez logrado el avance en el disfrute de los derechos, el Estado no podrá, salvo en ciertas circunstancias, disminuir el nivel alcanzado (Vázquez y Delaplace, 2011:41).

Así pues, cuando se habla de estándares internacionales como sustento de las políticas públicas de y con enfoque de derechos humanos, nos referimos a la necesidad de acudir a los tratados, declaraciones que generen obligaciones a la costumbre internacional, todas las fuentes del derecho internacional de derechos humanos que incluyen las observaciones generales, sentencias, documentos de los relatores, programas y planes de acción provenientes de las conferencias de derechos humanos, y demás documentos que permitan establecer el contenido y los extremos de las obligaciones internacionales de derechos humanos.

De esta manera, los tratados internacionales, las observaciones generales de los comités de Naciones Unidas, los informes y jurisprudencia de los órganos de protección de derechos humanos en los niveles regional e internacional, consagran otros principios medulares para observarse en la toma de decisiones de forma transversal en la elaboración e implementación de políticas públicas. Entre estos estándares mínimos encontramos aquellos derechos o principios como: 1) la igualdad y no discriminación; 2) la participación, la coordinación y articulación entre niveles y órdenes de gobierno; 3) la cultura de derechos humanos; 4) el acceso a la información, transparencia y rendición de cuentas, y 5) el acceso a mecanismos de exigibilidad (Vázquez y Delaplace, 2011:44).

El proceso de consolidación de los sistemas de protección internacional de los derechos humanos ha significado también la consolidación de algunos estándares jurídicos mínimos, básicos, que universalizan ciertos temas y fijan algunos contenidos mínimos para la definición de políticas en lo local, regional e internacional. Los estándares internacionales son utilizados como punto referencial base, dado que son, explícitamente, estándares jurídicos mínimos, que además de posibilitar las reparaciones a las víctimas de violaciones a sus derechos humanos también tienden a universalizar ciertos temas y fijan algunos contenidos mínimos para la definición de políticas con el propósito de incidir en la calidad de los procesos democráticos (Abramovich, 2006).

Este proceso de globalización de estándares en materia de derechos humanos ha tenido una indudable incidencia. A veces, las decisiones adoptadas en un caso no se limitan a interpretar las normas de los tratados que rigen el sistema, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sino que imponen también a los Estados obligaciones de formular políticas para reparar la situación que da origen a la petición. Esas obligaciones pueden consistir en cambios de las políticas existentes, reformas legales y, muchas veces, en la modificación de ciertos patrones de comportamiento de algunas instituciones del Estado que promueven violaciones […] (Abramovich, 2006:39).

Es relevante resaltar que de acuerdo con el derecho de los derechos humanos, se aspira al más alto nivel de protección y garantía de los derechos de las personas, en lo individual y en lo colectivo, por lo que la perspectiva debe orientarse hacia el estándar de protección más alto. En ocasiones, este estándar puede proveerse de manera localnacional.

Este tema es fundamental para aportar en la construcción de los nexos entre políticas y derechos. En América Latina el litigio de casos en los sistemas de protección regional ha logrado, además de las reparaciones, algunas acciones que han impactado a manera de fundamento para hacer avanzar algunas reformas en materia de políticas públicas para crear reformas institucionales (Abramovich, 2006). En ese sentido, las instancias de los Estados se han visto en la necesidad de coordinarse para dar respuesta a estos casos en tanto que implican cuestiones relativas a la política interna. En el ámbito del litigio local, la aplicación de estándares de los derechos humanos también ha dado pauta para acciones de carácter público.5

En conclusión, las políticas públicas deben propender por soluciones a los problemas públicos que a su vez garanticen la realización de los derechos humanos.

Las políticas públicas, entendidas como los instrumentos a través de los cuales se realizan los derechos, son un campo para el fortalecimiento de ciudadanías sociales capaces de promover nuevas realidades democráticas.

Es por ello que este trabajo colaborativo busca explorar desde diferentes perspectivas la complejidad existente entre derechos humanos y políticas públicas. Consideramos urgente revisar diferentes casos donde la tensión entre estas esferas permita observar problemáticas que nos ayuden a generar nuevas hipótesis, pues como se ha dicho, el camino entre los derechos y las políticas es nuevo y necesita del trabajo reflexivo para valorar el sentido de dirección y de operatividad que se requiere para el pleno ejercicio de los derechos.

El presente volumen consta de tres partes: i) políticas y programas de derechos humanos, ii) el enfoque de derechos en diversos instrumentos de políticas públicas: la evaluación y presupuestación, y iii) actores y derechos.

El primer artículo corre a cargo de Pilar Berrios con su trabajo acerca de las diversas ediciones del Programa Nacional de Derechos Humanos. La autora nos recuerda que en 1997 la Asamblea General de las Naciones Unidas se propuso generar planes nacionales de derechos humanos que buscaban: i) establecer y fortalecer tanto organizaciones como instituciones nacionales y locales en favor de los derechos humanos; ii) generar acciones concretas derivadas de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos; iii) evitar las violaciones de los derechos humanos a partir de criterios humano, social, cultural, ambiental y económico; iv) propiciar el entorno que dé respuesta a los cambios socioeconómicos en la materia, y v) procurar que los gobiernos nacionales cumplan con compromisos firmados con anterioridad, como la Declaración y Programa de Acción de Viena (1993). De esta manera, las Naciones Unidas buscan diversificar la participación no sólo de entes gubernamentales sino también de actores civiles y sociales (ONU, 1997).

En el año 2002, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH) instala oficinas en la Ciudad de México, suscribiendo un Acuerdo de Cooperación Técnica que dio origen al Diagnóstico Nacional de Derechos Humanos, del cual surgieron 31 recomendaciones para formular un Programa Nacional de Derechos Humanos, que fue presentado por el gobierno federal en diciembre de 2005 y que a su vez dio paso a la obligada elaboración de un instrumento semejante en las administraciones federales de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto. Los límites de estos ejercicios se hacen evidentes en el análisis del diseño y a través de la percepción de diversos actores intervinientes.

Posteriormente, Javier de la Rosa analiza el Programa de Derechos Humanos del Estado de Oaxaca (Prodho). Describe las estrategias tanto transversales como las relativas al ejercicio de derechos a poblaciones específicas; es importante señalarlo en el sentido de que es novedosa esta división de estrategias, aunque la pregunta subsecuente es: ¿ese diseño facilita el ejercicio en su implementación? La respuesta de De la Rosa no es inmediata, pero lo lleva a profundizar en su relación con los marcos normativos nacionales e internacionales. En el mismo sentido, se recurre a otros autores (Cunill, Pautassi, Abramovich, Villagrán) para contrastar el programa a la luz de la participación ciudadana y de las esferas públicas, pues son estos espacios los que realmente modifican el sentido público de la política.

El autor concluye que si bien el Prodho está dirigido a toda la población de la entidad, operativamente se orienta hacia las poblaciones más vulnerables y marginadas. Tomando en cuenta que la pobreza es un “estado de privación de derechos”, son los sectores más afectados los que se benefician al establecerlos explícitamente.

La primera parte del libro cierra con el texto de González y Pérez, que abordan el tema de las políticas públicas, derechos sociales y ciudadanía en la delegación Álvaro Obregón de la Ciudad de México.

Esta demarcación es un claro ejemplo del crecimiento caótico y desordenado de la mancha urbana, donde resaltan las diferencias socioeconómicas de manera latente, y no sólo eso, sino que su visualización contiene el factor metropolitano al compartir sus delimitaciones con el Estado de México.

Los autores son partidarios del involucramiento de la ciudadanía en las discusiones de los problemas públicos que atañen a la demarcación, pues el desarrollo urbano ha reducido considerablemente los espacios públicos que son indispensables para generar el sentido de pertenencia de los habitantes.

La delegación Álvaro Obregón registra algunos esfuerzos para canalizar las demandas ciudadanas dentro de arreglos ciudadanos que han de reforzarse con participación activa y eficiente, no obstante, los problemas públicos tienen mayor crecimiento. Dicho de otro modo, los mecanismos participativos se van abriendo paso, incluso se van institucionalizando, pero también se detectan déficits en la gestión, sobre todo en el manejo de conflictos.

El texto de González y Pérez tiene tres momentos: a) una discusión teórica sobre la actividad estatal, políticas públicas y exclusión social, b) una observación empírica que ubica la delegación Álvaro Obregón dentro de las características sociopolíticas de la Ciudad de México, y c) se discute la relación entre políticas públicas, desarrollo local y participación ciudadana.

La segunda parte aborda el tema del enfoque de derechos en la evaluación y presupuestación de políticas. Abre con el artículo de Manuel Lara sobre la relación existente entre derechos sociales y la medición multidimensional de la pobreza.

Para Lara, la medición multidimensional de la pobreza es un ejercicio técnico relevante del Coneval al tratar de integrar el enfoque de derechos, sin embargo, tiene limitaciones técnicas al tratar de medir una realidad tan compleja como lo es la pobreza. La razón que explica el autor es que el mecanismo de medición entiende a los derechos sociales como líneas de orientación para la política pública, dejando de lado las obligaciones del Estado en la materia.

Mejorar las estimaciones de la pobreza es indispensable en la aspiración de garantizar derechos sociales, pero sólo es un primer paso que se complica cuando unos son los que diseñan estas mediciones y otros los que diseñan, implementan y evalúan la política pública. Este paralelismo deja a las estrategias de manera asincrónica, no integrales, que restan valor a los esfuerzos de las estimaciones y a las acciones gubernamentales.

Un aporte considerable del texto de Lara es señalar que la próxima revisión metodológica de la medición multidimensional de la pobreza, en el año 2019, será una oportunidad innegable para generar debates y reflexiones que contribuyan al rediseño metodológico de la medición. Por ejemplo, el Coneval —nos dice el autor— observa el derecho a la educación sólo desde el rezago educativo (acceso) y no desde la complejidad de la garantía de un derecho (calidad, procesos, instituciones, recursos, etc.). Más que hacer una crítica, el texto de Lara invita a realizar propuestas a los esquemas técnicos del gobierno desde el enfoque de derechos y con ello a armonizar esfuerzos y posibilitar así los derechos estipulados en la propia Ley General de Desarrollo Social. En este sentido, el enfoque de derechos es un eje articulador entre lo ya existente y que faltaría discutir, analizar, reflexionar, cómo el enfoque propuesto incluso puede mejorar las relaciones inter e intragubernamentales.

El siguiente artículo corre a cargo de Gabriela Barajas, donde explora un tema muy poco reflexionado: las políticas públicas con enfoque de derechos y el análisis presupuestal. La autora ofrece un marco analítico interesante al abordar el tema presupuestal en cada fase de la política pública, lo que facilita no sólo el análisis de la política pública misma sino del proceso presupuestario implícito.

La idea es abordar el tema de derechos en cada fase de la política, pero a este enfoque se suma el de integrar el análisis presupuestal, de modo que se tienen tres pistas bien delimitadas para mejorar la reflexión en las acciones gubernamentales en materia de derechos. Esto sin duda mejora no nada más la cobertura sino también la calidad.

Cabe destacar que tanto las etapas de las políticas como del proceso presupuestal son modelos ideales, pero en realidad no son lineales, sin embargo, tanto unas como otras tienen similitudes. Las políticas tienen en su ciclo la gestación, formulación, implementación y evaluación; mientras que el ciclo presupuestal se forma de planeaciónprogramaciónpresupuestación, discusiónaprobación, ejecución y auditoríacontrolevaluación. No se pueden negar las similitudes entre ambos campos, por lo que la pregunta subyacente es: ¿las políticas y los presupuestos van por caminos paralelos la mayoría de las veces? Ante esta disyuntiva, cobra sentido una armonización que permita que los derechos sean más definidos estrictamente e incluso evaluables.

En el siguiente artículo, Alberto Bayardo propone un esquema de valoración de políticas desde el enfoque de derechos. La aportación de Bayardo es significativa porque ahonda en la parte instrumental de la relación entre políticas públicas y derechos humanos, donde tradicionalmente han existido dos orientaciones importantes: a) la que se enfoca en la evaluación ex post (dominante) y b) la orientada a valorar el diseño desde la perspectiva de derechos. La hipótesis del autor es clara: “son muy bajas las probabilidades de que una política diseñada sin tomar en consideración las obligaciones de los Estados en materia de derechos humanos brinde buenos resultados en ese tema en particular, y por el contrario, en la medida en que las políticas se diseñen teniendo en consideración los derechos humanos, aumenta la probabilidad de que sus resultados sean consistentes con los mismos”. Retomando los aportes de Balakrishnan y Elson (2008), Bayardo asume el reto de proponer un modelo que trascienda la valoración de políticas económicas desde los derechos humanos.

El autor desarrolla varias matrices comparativas que ofrecen una lectura de los aspectos técnicos y normativos de las políticas, de ese modo da cuenta de estándares que varían en función de la cantidad de factores atendidos, dependiendo del caso.

En el siguiente artículo, Carlos Aguilar explora el sistema de evaluación del desempeño (SED) con enfoque de derechos humanos. El trabajo explora la posibilidad de que el SED sea una herramienta que sirva para insertar el enfoque de derechos en la política pública.

Los SED son una combinación de la planeación estratégica y la matriz de marco lógico, de tal modo que ambas técnicas se usan simétricamente para visualizar y planear de manera más eficaz el cumplimiento de objetivos.

El otorgamiento de recursos a programas y acciones gubernamentales ha tenido en los últimos años la restricción hacendaria de que la planeación responda a criterios técnicos específicos. Es habitual que, para ello, las dependencias responsables desarrollen matrices programáticas, que por diversas razones tienen un fin distinto al esperado. El supuesto es que el desconocimiento instrumental de estas técnicas, sumado a los tiempos presupuestales generan una planeación ordenada en la gestión pero no en la resolución de problemas públicos. La mayoría de las veces estos instrumentos van reduciendo la relación causaefecto a mero cumplimiento de exigencias hacendarias.

Este texto trata de sostener una hipótesis ambivalente: por un lado, los criterios técnicos son el factor por el cual se pierde la complejidad intrínseca a la perspectiva de derechos, no obstante, el carácter técnico ayuda a la organización y la planeación. Es por ello que se busca reflexionar en torno a estas dificultades donde las inercias de organización son previas a la programación con las MML, es decir, programas, acciones y políticas que ya tienen trayectoria temporal pero se ven obligados de facto a adaptarse sobre la marcha a criterios minimalistas de planeación que rompen dichas trayectorias. Sin embargo, no se afirma que el problema sea la planeación estratégica o las MML, sino que las propias organizaciones no han tenido los recursos (humanos, técnicos, temporales, financieros, etc.) para adaptar las lógicas institucionales a los nuevos marcos programáticos.

La segunda parte del libro finaliza con el aporte de Laura Zapata sobre Prospera, visto desde los estándares internacionales de derechos humanos.

La autora sostiene que en el diseño institucional de Prospera, lo normativo y lo programático no logran alinearse al cumplimiento de derechos, esto es, el programa visualiza la pobreza como ausencia de capacidades y no como violación de derechos. No menos importante es el carácter discursivo de derechos humanos del programa, que va más orientado como estrategia de comunicación y no a su plena garantía.

Zapata describe los antecedentes de Prospera, los cuales se basan en criterios de capital humano y rompen con los de universalidad, interdependencia e indivisibilidad, es decir, el programa no sólo está desfasado en materia de derechos desde el diseño, sino desde sus antecedentes.

No menos importante es la valoración que hace la autora sobre un punto nodal de los derechos humanos, como es la participación ciudadana, la cual, lejos de empoderar a los beneficiarios se convierte en un mecanismo de control que fomenta la pasividad y el asistencialismo.

Por lo tanto, Zapata se pregunta si adoptar la perspectiva de derechos en un programa con esas características puede lograr los objetivos esperados, o más bien, habrá que discutir el modelo económico dominante para posibilitar estrategias que garanticen el pleno ejercicio de los derechos.

La tercera parte del libro aborda casos sobre actores y derechos en específico. Esta última parte inicia con el artículo de Miguel Vértiz sobre un análisis, desde el neoinstitucionalismo, de las políticas públicas y el derecho a la educación de la población indígena. El autor advierte que mediante el enfoque de derechos las políticas públicas obtienen un doble beneficio: por un lado, identifican a grupos sociales con poca visibilidad y débil capacidad para ejercer presión política que conduzca a su reconocimiento; por otro, el enfoque se encuentra en el carácter legal del derecho, ampliando el horizonte de sentido al encauzarse al problema público y no a la asistencia tradicional.

Aplicar el enfoque neoinstitucional como marco analítico le permite al autor observar alternativas políticas a través de la identificación de las instituciones sobre las cuales la acción gubernamental puede tener fuerte incidencia en los elementos de articulación de las políticas, revistiendo con ello las “reglas del juego” que generan exclusión o costos de transacción. Es decir, para Vértiz, analizar desde el marco neoinstitucional las políticas públicas sobre el derecho a la educación de la población indígena permite visualizar las limitaciones existentes en la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, la Ley General de Educación y la Ley de Educación del Distrito Federal, conduciendo su sentido de orientación hacia un enfoque más amplio que a la vez los integra.

Con lo anterior se atiende el problema de los mecanismos institucionales que generan exclusión, por ejemplo, la formación docente de calidad en temas de educación indígena, pobreza alimentaria en zonas de alta marginación, así como una administración pública incluyente que tenga la capacidad de atender a dicha población. Los factores relativos a los costos de transacción se ven identificados, tales como la disminución en los costos de información sobre derechos y procedimientos, para con ello mejorar la vinculación entre población atendida y gobierno.

En suma, el aporte de Vértiz es señalar que la propuesta neoinstitucional en el tema de las políticas públicas que atienden la educación indígena no se busca en un diseño exhaustivo para la acción de gobierno, sino que se trata de identificar los componentes que de atenderse disminuirán las restricciones y los costos institucionales que limitan la eficiencia de las políticas.

En el siguiente artículo, Carlos Durand aborda el complejo tema del comercio de seres humanos, en específico de la prostitución y la mujer indígena.

Siguiendo a Marx, el autor observa el fenómeno de la trata de personas como la cosificación de las mismas, como la nuda vida, es decir, la idea del ser humano sin derechos y, por tanto, como objeto de explotación. El texto se inscribe en la tesitura de los estudios poscoloniales, que se caracterizan por criticar los universalismos occidentales y que conducen su horizonte de visión hacia “nuevas epistemologías” que surgen desde el sur.

El texto apuesta por visualizar a la mujer indígena desde la visión propia, con respeto y, por supuesto, con ponderación de la dignidad humana. Los propios pueblos indios son los que han reconstruido sus identidades a causa de la exclusión a la que los ha conducido el libre mercado. Durand advierte que una reforma en el marco normativo es insuficiente, lo que se requiere es más bien una “refundación del Estado”, no obstante, tal camino habrá de recorrerse no solamente desde la trinchera de los pueblos indígenas, sino mediante un acuerdo más amplio e incluyente.

La pregunta que guía el artículo es: ¿de qué manera es factible “ocultar a seres humanos” cuyas actividades redundan en la ampliación económica del paradigma vigente? La respuesta no es inmediata, pero se relaciona precisamente con la cosificación marxista de los sujetos, en la cual el otro sólo existe para reivindicar su superioridad.

Raquel Güereca continúa con el artículo sobre feminismo y la difícil construcción del derecho a decidir en nuestro país. Para nadie es extraño que el feminismo en México tiene una larga trayectoria en lo que se refiere a incidencia en políticas públicas. La autora explora algunas de las principales estrategias que lo han posibilitado, pasando por el marco normativo internacional sobre derechos de la mujer; nos recuerda cuál ha sido el papel de las organizaciones de la sociedad civil como espacio necesario a falta de condiciones para discutir los asuntos públicos, lo que deviene agrupación.

Güereca señala tres dimensiones desde las cuales la sociedad civil ha incidido en las políticas públicas, a saber: a) su metodología, b) los sujetos y c) la relación con los derechos y el desarrollo. Básicamente, el desarrollo es la concreción de los derechos que surgen a partir de sujetos con sentido político propio que se externan por medio de metodologías de intervención en problemas públicos específicos.

El feminismo, desde este punto de vista, es un movimiento crítico de la modernidad que enfrenta un conservadurismo latente; tal es el caso de la lucha política feminista que implicó la despenalización del aborto en la capital de país. El texto muestra claramente cómo la reivindicación de derechos no sólo es manifestarse, sino también agruparse, tener propuestas concretas, pero sobre todo la reivindicación de los derechos es una lucha que se ubica en la arena política. Queda claro que los argumentos conservadores en contra de la despenalización del aborto son valoraciones que desde la esfera gubernamental no tienen validez, pues el quehacer del gobierno no es hacer valoraciones morales sino atender un problema público. Este aspecto es importante, pues la reivindicación de muchos derechos enfrenta la misma situación, dicho de otro modo, el quehacer gubernamental se ve nutrido de las aportaciones de la sociedad civil cuando se observan problemas públicos y no valoraciones morales fuera del contexto de un Estado laico.

No menos importante es el carácter transversal del feminismo, el cual puede potencializar otros derechos conduciendo los esfuerzos hacia su concreción, es decir, al desarrollo.

Posteriormente, Christian Luna desarrolla un artículo sobre la exigibilidad e implementación de los derechos humanos entre los actores gubernamentales y las mujeres trabajadoras sexuales en el estado de Tlaxcala.

Desde un punto de vista antropológico, Luna expone las condiciones de las mujeres trabajadoras sexuales destacando las dificultades intrínsecas de su situación; trasciende la visión “común” de que ellas tienen un tipo de vida con cierto nivel de bienestar. Nada más falso, pues las condiciones a las que están sometidas (no por voluntad propia) limita considerablemente sus posibilidades de participación y libre gestión. Lejos de ser considerado o no un trabajo, es la dignidad de las mujeres involucradas la que está en juego a falta de protección y garantías de derechos por parte del Estado. Básicamente, el trabajo sexual se encuentra en los límites de la explotación.

No menos importante es el nivel y los tipos de violencia a los que la mujer trabajadora sexual se expone, que van desde el mismo gobierno, proxenetas, “clientes” y toda una amplia gama de actores que se benefician de esta explotación. No obstante, el autor se adentra en la problemática para responder interrogantes como el estado de la identidad de las trabajadoras sexuales; se observa que los ideales de dignificación de las mujeres trabajadoras sexuales y de lucha contra la estigmatización son prácticamente nulas. ¿Cuál es el papel del gobierno? Evidentemente se trata no de moralizar, sino de actuar en consecuencia para garantizar los derechos de este grupo social, sin embargo, como lo documenta Luna, es el mismo gobierno el que abusa de las condiciones de las trabajadoras sexuales.

Esto nos conduce a reflexionar sobre cuál es el papel de la sociedad y el gobierno para garantizar los derechos de las mujeres en condiciones de explotación sexual y cuáles son las dificultades y los retos para aplicar la normatividad internacional vigente en los niveles municipal y estatal.

Más adelante, Alberto Torrentera desarrolla su trabajo sobre la población LGBTTTI en la Ciudad de México y la construcción de derechos. Este abordaje toma en cuenta la perversión, el estigma y los sistemas éticopolíticos como modelos de lo humano. El trabajo describe los marcos normativos fundamentales que protegen los derechos humanos de las personas LGBTTTI a escala global, regional, nacional y en particular de la Ciudad de México, de 2006 a 2015. Además, refiere algunas de las principales políticas públicas que en el mismo periodo se han diseñado y ejecutado en la capital mexicana y que han fomentado la inclusión social sin discriminación y en igualdad.

Cuando Torrentera habla de perversión no lo hace en la acepción popular, que ve en ella degradación, comportamientos negativos, sexualidades enfermas o peligrosas; la usa en un sentido conceptual, tal como lo entiende el psicoanálisis, como una estructura subjetiva que reconoce y niega la diferencia sexual.

El autor expone el tema desde dos ángulos culturales, cada uno a su vez relacionado y confrontado en su interior. En primer lugar, desde el eje donde la diferencia sexual es puesta en entredicho, en la confrontación o reconfiguración, es decir, en la concepción de la perversión generalizada, la cual sin embargo debe enmarcarse y problematizarse desde la concepción política de las jerarquías sexogenéricas, que se traducen en desigualdad, exclusión y opresión, que deben ser disminuidas. En segundo lugar, considera que el movimiento LGBTTTI reconfigura los modelos de legitimidad, coherencia y consistencia de lo concebible como humano (dejando en suspenso las concepciones de lo poshumano). Esto se vincula con las transformaciones políticojurídicas al dotar de ese contenido a los derechos humanos y las deliberaciones éticomorales. Es decir, las relaciones de poder político no son externas, sino que se encuentran constituidas y movilizadas, para lo que respecta al fenómeno abordado y su enfoque, por concepciones y prácticas epistémicas, sociosimbólicas y éticas, pero también inconscientes.

A continuación, Israel Palma y Alfonso León analizan los resultados del monitoreo al Programa de Atención a Víctimas del Delito (Províctima), de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Para los autores, el involucramiento de los ciudadanos en programas públicos, a partir del seguimiento de su instrumentación, es una de las formas de participación ciudadana que hoy en día fomentan la transparencia y la rendición de cuentas. Con un ejercicio de monitoreo, además, se contribuye al mejoramiento de la calidad de los servicios públicos, al derecho a la información, así como al fortalecimiento de la colaboración entre ciudadanos y servidores públicos. Se centra en algunos de los frutos más importantes obtenidos en la aplicación de un monitoreo a Províctima, coordinado por los autores. El propósito es exponer los antecedentes en materia de atención a víctimas de delito en el ámbito local e internacional, los antecedentes y la estructura organizativa de Províctima, así como analizar las acciones y los servicios que presta el programa y, finalmente, se enlistan las recomendaciones emitidas con el fin de contribuir a su fortalecimiento institucional.

En la primera parte se exponen los antecedentes en materia de atención a las víctimas de delito en los ámbitos local e internacional; en la segunda parte, se presentan los antecedentes y la estructura organizativa de Províctima; en la tercera parte se muestran los resultados en torno a la investigación de los objetivos y metas que han caracterizado al programa, desde su creación en el año 2000 hasta 2011; en la cuarta parte, se hace un análisis de las acciones y servicios que ha prestado en los años ya señalados y, finalmente, en la sexta parte, se enlistan las recomendaciones emitidas.

Con el fin de cumplir sus objetivos, Províctima se instrumenta a partir de dos fases: la primera, atención victimológica, y la segunda incluye actividades de promoción, capacitación y divulgación de los derechos fundamentales de las víctimas.

Posteriormente, Figueroa y Farrera realizan un balance sobre las políticas públicas y los derechos humanos en México. Para ello desarrollan su artículo en siete apartados principales: a) déficit mexicano en materia de derechos; b) México y las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; c) la reforma de derechos humanos; d) el tema de Ayotzinapa; e) Perspectivas; f) la política pública en materia de derechos, y g) conclusiones.

Para los autores, el cambio político en México no solamente implicó el cambio de régimen del sistema de partidos, del monopartidismo al pluripartidismo, teniendo como epítome “una transición democrática también implicó la evolución de un Estado de derecho a un Estado constitucional de derecho”. La naturaleza del Estado constitucional es garantizar la dignidad humana, y allí se encuentran los derechos humanos como el baluarte principal; además de ser éstos el punto de conexión o el puente entre el Estado de derecho y la democracia; bajo estos principios el Estado distribuye el poder entre diversos órganos, quienes se controlan mutuamente a través de diversos frenos y contrapesos en el ejercicio del poder, en tanto que así se garantiza el funcionamiento gubernamental que permita el respeto y la difusión de los derechos humanos y la consecución del bien común. En un régimen con aspiraciones democráticas no es suficiente que el Estado desempeñe funciones de regulación con las que se limite a cumplir y hacer cumplir la ley. Para la doctrina iusnaturalista contemporánea, el respeto fundamental que merece cada persona es un imperativo moral, por lo tanto, el poder público, los actores políticos, al igual que los ciudadanos, tienen la obligación de reconocer, promover y respetar los derechos humanos.

En este sentido, las reformas en materia de derechos humanos y del juicio de amparo vinieron a superar un paradigma vencido por la misma realidad: el positivismo jurídico. Las graves implicaciones de esto son la puesta en marcha de una actualización improvisada de una nueva forma de concebir el derecho y la proliferación de políticas públicas destinadas a materializar el respeto y a establecer los límites del poder público en México.

El papel del Poder Judicial es trascendental a consecuencia de la responsabilidad de ejercer la tutela de los derechos humanos. La doble dimensión que implica el ejercicio y la defensa de estos derechos viene a consumar una importante revolución en todos los operadores jurídicos del país, lo cual es de suma importancia puesto que sus decisiones permean en todo el aparato y la estructura del Estado, y por ende en el régimen democrático.

El artículo final corre a cargo de Amir García, quien reflexiona en torno a las políticas públicas que garantizan el derecho a la información como herramienta útil para generar debate sobre la despenalización del cannabis.

El autor muestra algunos elementos que se han omitido de la agenda pública del debate sobre la despenalización de la mariguana, consideraciones que no se discuten en los supuestos debates que funcionan casi como spots en los hechos, como evidencia de que el periodismo, los medios de comunicación y los supuestos foros se usan más bien como propaganda, como un lobby de creación y proliferación de un tipo de mercado de la mariguana al estilo mexicano de los últimos años: mercado dependiente y, como en el caso del petróleo, se perfila para que el actor dominante sea, tal y como ocurre con el auge en ambas industrias, el de los productores de Estados Unidos.

Argumentar algo tan delicado como la despenalización del cannabis servirá al menos como experiencia para aprender a debatir públicamente a través de los medios de comunicación, para lo cual se necesita diseñar políticas públicas que, conforme a las leyes de medios de información, coadyuven a la discusión sobre la modificación de las leyes para la despenalización o no del cannabis.

Por ello, el autor plantea las preguntas siguientes: ¿cómo ayudan las políticas públicas a articular y reforzar los derechos humanos?, ¿cómo el derecho a la información puede materializarse a través de políticas públicas para que existan debates reales, útiles, incluyentes y participativos, para una adecuada toma de decisiones en cuanto a la despenalización del cannabis?, ¿qué consideraciones se pueden tener en cuenta para sospechar que actualmente en el sistema de medios de comunicación no se están llevando a cabo debates con las características antes mencionadas?, ¿qué propuestas de interés público serían relevantes para incluirlas en la toma de decisiones de las políticas públicas sobre el debate real para la despenalización del cannabis?

Desde diferentes horizontes, los artículos que integran el presente libro son una invitación a indagar en la compleja relación entre derechos humanos y políticas públicas. Esta mirada diversa responde a la necesidad de explorar los alcances y límites de una relación que todavía está lejos de terminar. Por último, creemos que las diferentes perspectivas abonarán sustantivamente a la naciente discusión de este proceso complejo.
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NOTAS





1 “En tal sentido, los derechos humanos no son pensados hoy tan sólo como un límite a la opresión y al autoritarismo, sino también como un programa que puede guiar u orientar las políticas públicas de los Estados y contribuir al fortalecimiento de las instituciones democráticas, particularmente en procesos de transición o en democracias deficitarias o débiles” (Abramovich, 2006:36).

2 “A veces, las decisiones adoptadas en un caso no se limitan a interpretar las normas de los tratados que rigen el sistema, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sino que imponen también a los Estados obligaciones de formular políticas para reparar la situación que da origen a la petición. Esas obligaciones pueden consistir en cambios de las políticas existentes, reformas legales y, muchas veces, en la modificación de ciertos patrones de comportamiento de algunas instituciones del Estado que promueven violaciones” (Abramovich, 2006:42).

3 Los programas constituyen la materialización de las ideas de políticas públicas en las propuestas concretas de acción. Los programas son, por tanto, “prescripciones políticas” o “estrategias” aplicadas o institucionalizadas (Campbell, 2002:38). Dado que los programas sintetizan los objetivos y las recetas principales de la política pública en un sector de política pública determinada, a menudo son la variable dependiente. De hecho, con el fin de detectar las ideas dominantes que prevalecen en un sector dado, la principal fuente por observar son generalmente programas concretos. Por lo tanto, los programas constituyen la unidad de análisis por antonomasia en los estudios de políticas públicas. En general, los marcos de análisis se usan indistintamente para examinar políticas públicas y programas específicos. De hecho, en la literatura anglosajona normalmente no se distingue entre políticas y programas públicos (Cardozo, 2006:26), con frecuencia se usan de manera indistinta ambos términos. Incluso, en la literatura de políticas públicas es común que se tome como variable de estudio una política pública, aunque en la práctica la unidad de análisis sean los programas públicos en particular.

  En este trabajo, se parte de que un programa público es un curso de acción con objetivos operativos explícitos, en el cual también se incluyen “los medios para alcanzar los mismos, así como las acciones a realizar en un cierto tiempo” (Cardozo, 2006:26). En este sentido, un programa puede ser un componente de una política pública, ya que ésta puede “incluir un conjunto complejo de programas, procedimientos y regulaciones que concurren a un mismo objetivo general” (Kressler et al., 1998, citado en Cardozo, 2006:26). Es decir, una política puede integrarse de varios programas públicos, mientras que un programa es más acotado en sus propósitos y explícito en sus componentes (Medrano y Berrios, 2013).

4 En 1986, tras años de debate, los gobiernos del mundo proclamaron por vez primera que el derecho al desarrollo era un derecho humano inalienable. La Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, aprobada ese año por la Asamblea General de las Naciones Unidas, representaba una nueva manera de abordar la realización de los ideales de las Naciones Unidas al proclamar: “La persona humana es el sujeto central del desarrollo y debe ser el participante activo y el beneficiario del derecho al desarrollo”. También, afirma que es imposible la plena realización de los derechos civiles y políticos sin el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales (ONU, 1993).

5 En los tribunales locales también ha sido relevante. En Argentina hubo algunos casos a partir de una acción de inconstitucionalidad contra el Código Electoral que prohibía ir a votar a los presos sin condena. Una sentencia de la corte estableció la inconstitucionalidad por violar los estándares de los derechos políticos de la Convención Americana, y eso motivó un proceso de reforma del Código Electoral. Un caso en la aplicación de estándares que activa la toma de decisiones de características públicas. Sin embargo, si uno mira todo el proceso, se observan fuertes inconsistencias en la aplicación de estándares y muchas veces falta de diálogo entre el Poder Judicial y las instancias políticas “[…] convertir la protección de la víctima en un cambio de políticas públicas que garanticen la resolución de esos problemas estructurales” (Abramovich, 2006:121).
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INTRODUCCIÓN





Las políticas públicas, entendidas como decisiones y acciones gubernamentales que buscan resolver problemas públicos acotados,1 representan el medio idóneo a través de los cuales los Estados pueden garantizar los derechos colectivos. Si bien el Pacto de Derechos Económicos Sociales y Culturales data de 1966 y el Protocolo de San Salvador se fijó a finales de la década de los años ochenta, no es sino hasta la Convención de Viena en 1993 cuando se explícita la recomendación de que los Estados “consideren la posibilidad de elaborar un plan de acción nacional en el que se determinen las medidas necesarias para mejorar la promoción y protección de los derechos humanos”. México asume esa tarea en un contexto de crisis política y social evidente: el homicidio del candidato del partido hegemónico en 1994, el levantamiento zapatista el 1 de enero de ese año y los asesinatos de la población civil en Acteal y Aguas Blancas son hechos que se sumaban a una situación de pobreza creciente y de evidentes desigualdades. Esto llevó a Naciones Unidas, a través del Alto Comisionado a manifestar que la agenda de los derechos humanos en México, a finales del siglo XX, incluía como asuntos prioritarios: la pobreza, la discriminación, conflictos armados, violencia, impunidad, déficit democrático y debilidad de las instituciones.

Ante una observancia cada vez más cercana por parte del exterior, los gobiernos de la alternancia (donde se ubica a Ernesto Zedillo, porque de alguna manera la posibilitó) dieron paso a algunas medidas en esa materia, en primer lugar, se firmó un acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para llevar a cabo una serie de acciones en torno a la capacitación y la adecuación de las instituciones mexicanas y, por otra, se inauguró la puesta en marcha de un instrumento que hasta hoy sigue mostrando sus limitaciones frente a la magnitud de las problemáticas que debiera enfrentar: los programas nacionales de derechos humanos.

En este artículo se da cuenta de los contenidos fundamentales que estos programas han tenido en las últimas cuatro administraciones y del contexto en el que se enmarcan, pero también, de las limitaciones en torno a la creación de una dinámica de rendición de cuentas, un aporte a la gobernanza sistémica, o bien la ampliación del espacio público como rasgos característicos de un ambiente institucional proclive a la generación de políticas públicas con enfoque de derechos humanos. Su análisis se centra fundamentalmente en el diseño de los mismos; la revisión documental se complementó con información obtenida de la observación y las entrevistas semiestructuradas a personajes clave provenientes del ámbito gubernamental y del sector civil. El texto está compuesto por tres apartados. En el primero se da cuenta de la importancia de las instituciones y los modos de gestión como elementos básicos para la elaboración de políticas públicas con enfoque en derechos humanos; el segundo habla de los requerimientos institucionales para el diseño, implementación y evaluación de políticas públicas con enfoque de derechos humanos, para finalizar con el análisis de los cuatro programas nacionales de derechos humanos que hasta ahora se han elaborado en México, dando cuenta de los alcances y los límites en cada una de estas experiencias.





REQUERIMIENTOS INSTITUCIONALES
PARA LA INCORPORACIÓN DEL ENFOQUE
DE DERECHOS HUMANOS EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS





En tiempos muy recientes, y de manera aún muy general, es que hay un planteamiento en torno a la relación existente entre derechos humanos y políticas públicas. En este sentido, lo que se manifiesta como más inmediato es su vinculación en lo que tiene que ver con la orientación de estas últimas, sin embargo, hay esfuerzos políticos y técnicos por diseñar instrumentos que puedan contribuir a incorporar el enfoque en el proceso global de su elaboración, donde un factor clave es el tipo de instituciones que desarrollan tales procesos. Los derechos humanos requieren de recursos, instituciones y capacidades públicas (Abramovich, 2006), y es la vinculación entre los tres la que realmente determina la medida en que una política con enfoque de derechos puede ser plenamente ejecutada.

Lo anterior significa que los diseños especiales en las instituciones y en la gestión de los entes, que formulan y ejecutan estas políticas, vienen acompañados de la construcción de una nueva ciudadanía que subyace en las políticas con enfoque de derechos, además de cambios en el financiamiento y en las maneras de ejercer el presupuesto.

Nuria Cunill manifiesta que en esta materia existe una literatura especializada acerca de los cambios en el financiamiento. Sin embargo, los análisis no son específicos respecto de aquellos cambios que afectan la institucionalidad pública y su gestión. Ésta es la tarea a la que pretende contribuir, asumiendo que de los propios principios de las políticas con enfoque de derechos se pueden derivar algunos de los requerimientos mínimos que debe satisfacer la institucionalidad a cargo de la implantación de este tipo de políticas (Cunill, 2009).

La autora postula que los tres atributos insoslayables que debe reunir la institucionalidad pública son accountability, gobernanza sistémica y espacio público. Antes de analizar estos conceptos, se intenta fundamentar por qué los diseños institucionales y de gestión son cruciales en el resultado de las políticas.





LA IMPORTANCIA DE LAS INSTITUCIONES Y DE LOS
MODOS DE GESTIÓN, Y SU INTERDEPENDENCIA
CON LOS VALORES Y LAS PRÁCTICAS





Desde una perspectiva general, las instituciones conforman el marco de reglas que fija las constricciones o estímulos al comportamiento de los distintos agentes y a sus relaciones. Las reglas institucionales, expresan March y Olsen (1997:43 y 45; 1995), dan marco al pensamiento, restringen la interpretación y dan forma a la acción, influyen en la percepción y la construcción de la realidad en que aquélla tiene lugar. Por lo tanto, una teoría que considere la acción intencional, calculadora, como la base para entender el comportamiento humano, queda incompleta si no presta atención a la manera como se constituyen, sostienen e interpretan las identidades e instituciones.

De hecho, la axiomática institucional para la acción humana no empieza por las consecuencias y preferencias subjetivas, sino por las reglas, identidades y funciones. Las identidades institucionalizadas crean individuos como ciudadanos y funcionarios, por ejemplo, los individuos son moldeados como actores significativos por las reglas (March y Olsen, 1997:4647). De esta manera, el principal valor metodológico que ofrece la puesta de atención en las instituciones es que relativiza el papel del liderazgo individual y la eficacia de las técnicas y procedimientos en la modelación de los cambios, muestra que no se puede esperar un impacto pleno de uno ni de otras sin alterar las reglas institucionales sobre las que actúan. Además, como lo advierten Appendini y Nuijten (2002:75), el concepto de institución como estructura normativa y reguladora automáticamente supone asumir la existencia de diferencias de poder e intereses entre la gente involucrada en ella.

La administración pública consta de un nivel institucional y de un nivel operativo más directamente susceptible de manejo a través de la gestión pública (Pinto, 2000). Como conjunto de instituciones formales e informales, la administración pública distribuye probabilidades diferenciales para que los diversos actores realicen sus intereses y alcancen sus objetivos, y establece distintas estructuras de incentivos a tales efectos (Jordana, 2001).

Las reglas que definen las relaciones de responsabilidad entre los formuladores de las políticas, los prestadores de los servicios y la ciudadanía, constituyen las instituciones básicas que condicionan la eficacia de la implantación de una política pública. El cambio institucional supone modificar esas reglas.

Las reformas institucionales de los últimos años en la mayoría de los sectores públicos latinoamericanos han buscado alterar tales relaciones de responsabilidad al adoptar como metavalor el costo/eficiencia, prescribiendo la emulación del tipo de relaciones de responsabilidad y la lógica que opera en el mercado. Su premisa básica es que la conducta humana está guiada por la búsqueda de beneficio individual e, incluso, por el oportunismo, más que por valores universales que acerquen a la humanidad a un estado cuyo centro sea la dignidad humana.

En este sentido, lo más significativo de los cambios institucionales dominantes es la conexión que establecen entre incentivos, cálculos privados de beneficios personales, y mediciones.

Sin embargo, como bien resalta Sen (s/f), los valores y las instituciones no son independientes unos de otros. Tampoco lo son las consideraciones sobre la eficiencia y la equidad. El enfoque dominante suele asumir que la búsqueda de equidad puede entorpecer la eficiencia, sobre todo debido a la erosión de los incentivos que podría producirse. Con ello se asienta una dicotomía entre eficiencia y equidad, al punto que la primera puede resultar a expensas de la segunda y del debilitamiento de los valores generales que fundamentan la ayuda y cooperación mutua.

La cuestión clave es que las políticas con enfoque de derechos no pueden ser implementadas por unas instituciones que contradicen su sustrato normativo basado en la búsqueda de la equidad, la cooperación, la participación y la construcción de ciudadanía. Por lo tanto, un asunto insoslayable es el diseño de una institucionalidad pública y de gestión que cree incentivos para ellos.

Conviene recordar, además, que la alineación de las instituciones y de los modos de gestión con la subjetividad y el conocimiento práctico de los actores involucrados es un foco central de un proceso de cambios que busca construir viabilidad a una implantación eficaz de una política pública (PNUD, 2009:17).

La premisa adoptada aquí es que un proceso de cambio de las instituciones y de los modos de gestión para implementar una política con enfoque de derechos tiene que asumir explícitamente su marco normativo. El cambio requiere hacer posible por lo menos la exigibilidad del derecho concernido, su abordaje integral y la participación social, creando a su vez una mayor probabilidad de impactar sobre la equidad en el disfrute del derecho.

Para ello, cada uno de esos principios debe tener su correlato en un atributo organizacional, y los correspondientes incentivos institucionales para dar lugar a una nueva institucionalidad pública que pueda encargarse de la implementación de una política pública con enfoque de derechos.






LA ACCOUNTABILITY DE LA NUEVA INSTITUCIONALIDAD
Y SUS CONDICIONES BÁSICAS DE REALIZACIÓN





Bajo un enfoque de derechos, reviste una importancia crucial la accountability de los actores que formulan las políticas y de todos aquellos encargados de su implantación. De hecho, para que pueda existir exigibilidad de la ciudadanía en relación con sus derechos es indispensable que la institucionalidad que los modela y que incide en su realización sea responsable ante ella por sus actos. Por eso, sostiene Naciones Unidas, “es un rasgo intrínseco del enfoque de derechos humanos que las instituciones y los arreglos legales y administrativos para asegurar la accountability sean construidos” (Hunt et al., 2002:5). La responsabilidad ante la ciudadanía misma (ante todos y no sólo ante algunos) en sí implica un cambio sustancial en los incentivos institucionales a que se somete la institucionalidad y su desempeño. A continuación se exponen algunas de sus traducciones.




• Estructura institucional asociada
a la exigibilidad de los derechos




Un primer asunto alude a la instauración de los recursos a través de los cuales la ciudadanía hace “exigibles sus derechos”. Esto implica reformas legislativas en el sistema judicial y en el propio aparato público, de manera que la ciudadanía disponga de los medios necesarios —mecanismos de accountability— para producir efectos sobre la institucionalidad —pública o privada— encargada de proveer los servicios públicos a través de los derechos que se ejercitan.

En este sentido, hay coincidencia en que existen, por lo menos cuatro categorías de mecanismos de accountability:





	Mecanismos judiciales, como la revisión judicial de los actos del ejecutivo y de sus omisiones.

	Mecanismos cuasi judiciales, como instituciones de defensa de los ciudadanos (ombudsman) y tratados internacionales de derechos humanos.

	Mecanismos políticos, como el proceso parlamentario.

	Mecanismos administrativos, como la preparación, publicación y escrutinio del impacto de las imposiciones de derechos (Hunt et al., 2002:58).






Estos mecanismos de accountability hacen que los sostenedores de obligaciones respondan por sus actos y omisiones en relación con sus deberes, expliquen sus conductas y remedien o reparen las transgresiones a un derecho.

La forma y combinación de los mecanismos pueden variar según la naturaleza del derecho implicado, pero algunos de los mecanismos son insoslayables a fin de que el ciclo en referencia pueda ser cumplido, y así se pueda operar la exigibilidad de los derechos. El aserto que cabe nuevamente reiterar, en este sentido, es que los derechos demandan obligaciones y las obligaciones requieren de mecanismos de exigibilidad y cumplimiento y, por consiguiente, el establecimiento de mecanismos de tutela, garantía, y responsabilidad (Abramovich y Pautassi, 2006:17, 20).

La posibilidad de dirigir un reclamo ante una autoridad, independiente del obligado, es una de las condiciones que están implicadas en la activación de cualquiera de los mecanismos de accountability. Habitualmente, la autoridad suele ser un juez para que haga cumplir la obligación o imponga reparaciones o sanciones por el incumplimiento. Este rasgo, según Abramovich y Pautassi (2006:21), se denomina “justiciabilidad” o “exigibilidad judicial”, y supone una técnica de garantía del cumplimiento de las obligaciones que se desprenden del derecho que se trate. En este marco, resalta la importancia de las acciones de amparo colectivo, las de tutela, de cumplimiento y de inconstitucionalidad, entre otras.

El diseño de mecanismos que permitan a la ciudadanía el acceso a una justicia independiente y eficaz es la clave en el enfoque de derechos. No obstante, el hecho de que deban existir también mecanismos cuasi judiciales y administrativos de accountability, impone una demanda de creación de una institucionalidad independiente, no sólo judicial para asegurar la exigibilidad del derecho concernido toda vez que sea lesionado. Es más, la literatura especializada tiende a favorecer la conformación adicional de otras instancias, atiende al hecho de que las acciones judiciales suelen ser costosas y lentas, por lo tanto, no siempre de fácil acceso para los grupos más vulnerables. La figura de las superintendencias, ministerios o secretarías (de salud o de educación, por ejemplo) o de los tribunales administrativos (vinculados al acceso a la información, por ejemplo) pueden ayudar a completar el cuadro en este sentido.

Pero el asunto de la accountability no se resuelve sólo con la creación de autoridades independientes y la existencia de recursos que la ciudadanía pueda activar ante ellas. La propia institucionalidad prestadora de los servicios requiere cambios para que su responsabilidad ante la ciudadanía sea efectiva. Destacan, en este sentido, la definición de procedimientos y reglas administrativas que acoten la discrecionalidad de los prestadores de servicios públicos —incluso los que están en manos privadas—, al menos en relación con dos asuntos que en la práctica pueden implicar una lesión a un derecho, no obstante que esté instituido: la calidad y la oportunidad de las prestaciones.




• Recursos ciudadanos de exigencia de cuentas




Además de recursos de exigibilidad de los derechos instituidos, la ciudadanía requiere disponer de recursos expresos para incidir en las decisiones y sus resultados, e intervenir en la propia configuración y eventualmente en la ampliación de los derechos.

El más importante recurso en este sentido es la información sobre los derechos; hace posible que la ciudadanía ejerza su derecho a fiscalizar el cumplimiento de sus derechos, e incluso que pueda hacerlos exigibles. Esto último porque, obviamente, no se puede exigir como derecho aquello que no se sabe que es tal.

Al igual que a los recursos de exigibilidad, la plena consagración del derecho a la información puede requerir acciones legislativas y reformas judiciales —por ejemplo, ley de acceso, litigio y habeas data—, pero también de carácter administrativo (Villarán, 2006), por ejemplo, la exigencia de rendición de cuentas.

Cuando la rendición de cuentas es consagrada como un deber de la institucionalidad prestadora, ciertamente se torna más probable el respectivo derecho ciudadano a la exigencia de cuentas. La obligación periódica de cuentas públicas, la información sobre gastos, productos y efectos de las acciones de los prestadores son algunos de los mecanismos de rendición de cuentas.

En todo caso, éste es uno de los campos que actualmente se revela como particularmente crítico, ya que la información entregada a la ciudadanía automáticamente no constituye un recurso de incidencia. El punto es que la relevancia, accesibilidad, oportunidad y exigibilidad de la información son atributos que también requieren ser expresamente construidos y plasmados en los diversos mecanismos, cualquiera que sea su naturaleza.

El espacio público se alimenta básicamente de la función de regulación que la sociedad ejerce sobre el Estado y su aparato administrativo. Por eso, el control y la evaluación del ciudadano directo (“la contraloría social”) es el mecanismo clave para asegurar la responsabilidad de aquéllos y, a la vez, para “exigirles cuentas”. La literatura al respecto ha proliferado en los últimos años, pues da cuenta de que la eficacia de la contraloría social depende de su autonomía y carácter político como de los recursos de poder social consagrados normativamente por el Estado.

Es precisamente en relación con este último asunto donde surge una demanda de una institucionalidad para el ejercicio de la contraloría social. Se distinguen (Cunill, 2009) dos tipos de recursos de poder respecto de los que surgen distintos tipos de demandas para la institucionalidad estatal. Por una parte están los “poderes indirectos”, que remiten al derecho de reclamar derechos ante una autoridad específica, y que aluden básicamente al poder de denuncia y, en general, a las denominadas “acciones ciudadanas de interés público”, tales como el derecho de petición, la acción de amparo, la acción de cumplimiento, etc. Este tipo de poderes es el aludido precedentemente en el acápite de la estructura institucional asociada a la exigibilidad de los derechos.

Pero además de los poderes indirectos, la eficacia de la contraloría social depende de la existencia de “poderes directos”, que no requieren de intermediarios estatales para su ejercicio, pero que en la mayoría de los casos exige el reconocimiento estatal para su ejercicio, como lo son los poderes de asignación, de certificación y de veto, por ejemplo.

En suma, de aquí surge un primer esbozo de la institucionalidad requerida para asegurar la accountability y la exigibilidad de los derechos.






LA GOBERNANZA SISTÉMICA
DE LA NUEVA INSTITUCIONALIDAD





Nuevos desarrollos teóricos (Hajer y Wagenaar, 2004) llaman la atención acerca de que los problemas de implementación de una política pública muchas veces están asociados a la confrontación entre distintas maneras de enmarcar un problema de parte de la variedad de actores que, directa o indirectamente, están concernidos con ella.

La imposición topdown resulta en una casi espontánea emergencia de “identidades de resistencia”. Sin embargo, una subsecuente introducción de políticas interactivas entre los diversos actores suele transformar esas identidades de resistencia en “identidades con el proyecto”. Ello porque, en general, el lenguaje moldea la realidad y permite que los actores, a pesar de portar intereses diversos y conflictivos, puedan construir significados compartidos alrededor de un problema, percibir su interdependencia y estar dispuestos a cooperar para su solución.

Lo anterior muestra la importancia de lograr una perspectiva más integrada y colaborativa en los procesos de definición de las políticas públicas. Pero cuando las políticas ya han sido formuladas, coloca estas demandas en la propia implantación de las políticas. La noción de gobernanza expresa, para muchos estudiosos, el tipo de asunto que es interpelado por las demandas de colaboración tanto en formación como implementación de las políticas.

La literatura acerca de la gobernanza (Kooiman, 1993; Aguilar, 2006; Mayntz, 2001; Wamsley y Wolf, 1996) llama la atención acerca de que la era de la información y la globalización exigen un nuevo estilo de gobierno que tome en cuenta la necesidad del aprendizaje constante y las interdependencias entre los actores públicos y entre éstos y los privados, dadas las altas dosis de complejidad, incertidumbres técnicas y políticas, y dispersión de los conocimientos y del poder que caracterizan el contexto actual de la gestión pública. El acento se pone, así, en un estilo abierto y colaborativo de gobierno que tiene como desafío la inclusión de muchos actores, a su vez, con diferencias significativas de poder y de conocimientos, en contraste con los arreglos colaborativos del pasado que tendían a circunscribirse a pequeños grupos de iguales.

En este sentido, la noción de gobernanza ilumina acerca de los límites del gobierno a través de un solo actor. El acento está en la producción de cambios en las prácticas y principios sociales (Innes y Booher, 2003). Estos cambios incluyen compartir significados y propósitos, incrementar el capital social e intelectual, el desarrollo de redes en las cuales la información y la retroalimentación puedan fluir y, en general, la generación de nuevas relaciones entre actores que originalmente están en conflicto. Así, se comienza a reconocer que la calidad de las interacciones que genera un determinado arreglo institucional es tan importante como el aumento de la eficiencia en cuanto a valores por maximizar.

Los estudios sobre las “redes de políticas” (Policy Networks) se enmarcan en los enfoques de gobernanza; se entiende por tales el conjunto de relaciones relativamente estables que, a partir de la percepción de interdependencia, se crea entre actores, públicos y privados, para intercambiar recursos alrededor del proceso de formación de una política pública, más allá de los vínculos establecidos por la institucionalidad formal (Agranoff, 2007; Cunill, 2010; Rhodes, 1997). Ahora bien, en el caso de las políticas con enfoque de derechos, el acento en la búsqueda de soluciones integrales que comprometen a una gran cantidad de actores gubernamentales diversos, torna la gobernanza en una condición insoslayable para su desarrollo eficaz, asignándole un carácter especial. Para significar este carácter especial, se propone adoptar la noción de gobernanza sistémica.

Ella remite al alineamiento e integración en torno a una visión común de los diversos actores gubernamentales, cualquiera que sea su adscripción, actuando así como un sistema para la efectiva protección de un derecho instituido.

Desde esta perspectiva, existe gobernanza sistémica ya que al menos los actores gubernamentales concernidos directa o indirectamente en el ejercicio de un derecho ciudadano mantienen relaciones orgánicas y sostenidas de cooperación para aportar y producir soluciones integrales a las problemáticas que el derecho interpela.

Se asume que al menos tres dimensiones requieren ser atendidas a fin de lograr que la gobernanza sistémica se constituya en un atributo de la institucionalidad pública. Éstas son las siguientes:





	Dimensión instrumental

	Dimensión espacial

	Dimensión valórica






El argumento es que las relaciones se construyen —o se obstaculizan— a través de estas tres dimensiones, las cuales a la vez interactúan entre sí, modelándose unas a las otras. Ellas, por lo tanto, definen implícitamente una estrategia de gobernanza, vale decir “una acción y un efecto de gobernar”, dándole a un conjunto direccionalidad y consistencia en torno a ciertos propósitos.

Comencemos por la dimensión espacial; ésta expresa la metáfora de la “reunión”. En especial, la literatura que considera que la cooperación basada en la confianza es más eficaz que la basada en la autoridad, remarca la importancia que reviste generar espacios de comunicación recíproca entre los actores que tienen alguna incidencia en la ejecución de una política, la manera de desencadenar procesos de producción de significados compartidos (Lane y Bachmann, 1998) que reenmarquen sus diferencias de intereses y que aumenten la percepción de su interdependencia.

Dichos espacios son especialmente importantes cuando se plantea la necesidad de arreglos intersectoriales para ejecutar políticas públicas sobre problemas sociales multidimensionales. De hecho, el tipo de políticas públicas que supone soluciones integrales estaría exigiendo el desarrollo de arreglos institucionales de diálogo sostenido, que devengan en visiones compartidas y en la articulación de los recursos y saberes entre sectores y niveles gubernamentales; por tanto, no bastaría el mero perfeccionamiento de la coordinación entre ellos (Repetto, 2009a y 2009b; Engel, 2005; Cunill, 2005; Prates, 1998).

La segunda dimensión alude a la potencialidad de los instrumentos de gestión para la articulación entre los actores. El punto es que los espacios de comunicación recíproca no pueden producir integración, si es que los instrumentos de gestión no son integradores. El contraejemplo más claro es la ineficacia que tienen, en general, los espacios de coordinación interinstitucional que operan sobre procesos de planificación y presupuestación unilaterales.

Lo anterior revela la importancia de asumir los propios procesos de planificación, presupuestación y evaluación como posibles mecanismos integradores entre los diversos actores implicados en la ejecución de una política. Esto, teniendo en cuenta que la institucionalización de mecanismos de influencia mutua en los procesos de decisión sobre objetivos, metas y resultados (y sus financiamientos), puede balancear las diferencias reales o percibidas de poder, diferencias que constituyen uno de los principales obstáculos al trabajo intra e intersectorial.

En este sentido, la contractualización de las relaciones de responsabilidad entre los distintos actores puede convertirse en un mecanismo integrador, sobre todo si (a diferencia de lo que ocurre en las relaciones de suprasubordinación) deviene en derechos y obligaciones recíprocas. Pero es evidente que no tiene los mismos efectos sobre la integración de los actores el hecho de que se trate de compromisos negociados o de compromisos impuestos. También, es importante considerar que los compromisos de desempeño pueden inducir la formación de distintos tipos de redes, desde comunidades de política hasta redes utilitarias y coyunturales forzadas para lograr el cumplimiento de los compromisos, cuestión que puede surgir cuando éstos se asocian a incentivos financieros que llegan a constituirse fines en sí mismos. Por ello, tampoco es indiferente para la producción de gobernanza el tipo de incentivo que se asocie al cumplimiento de los resultados logrados, así como la naturaleza de los sistemas de información acerca de ellos. Como es obvio, si tales sistemas no disponen de canales horizontales (además de verticales), la evaluación de los resultados no ofrece oportunidades para el aprendizaje mutuo.

La existencia de instrumentos integradores reviste una especial importancia en la actualidad, dada la preeminencia que ha adquirido la separación de funciones de financiamiento, compra y provisión de los servicios públicos bajo el alero de las reformas promovidas en los últimos años.

Por otra parte, el hecho de que la ejecución de las políticas públicas con enfoque de derechos recae en ministerios sociales sometidos a las reglas de juego que imponen los ministerios de hacienda, no sólo en sus asuntos presupuestarios sino también en sus estándares globales de desempeño (dada la preeminencia que éstos han adquirido como autoridades “modernizadoras”), hace que la gobernanza sistémica trascienda las fronteras de la institucionalidad social. El asunto es que en muchos países los instrumentos que articulan las relaciones de responsabilidad entre los distintos actores encargados de la ejecución de una política pública con enfoque de derechos, como de las propias metas de desempeño, en realidad son exógenos a la institucionalidad social.

Esta segunda dimensión llama la atención acerca de la manera como son definidos los compromisos de desempeño, las condiciones de su cumplimiento, de su evaluación y, en general, los diversos instrumentos de gestión, pueden tener distintos efectos sobre la capacidad de generar gobernanza sistémica. Advierte además, que todas esas cuestiones no se resuelven sólo y ni siquiera significativamente en el interior de la institucionalidad social, obligándonos a tener una mirada más global para capturar cómo es condicionada tal capacidad.

La tercera dimensión que puede afectar la gobernanza sistémica es la valórica. Hay aquí al menos dos asuntos que se desea destacar. Uno se refiere específicamente al tipo de valores que se intenta maximizar a través de los instrumentos de gestión. Como se sabe, cuando el acento se pone sólo en la búsqueda de eficiencia y los resultados son juzgados con base en ella, se pueden crear incentivos perversos hacia la equidad y hacia la cooperación mutua. Por otra parte, a veces las metas (y sus indicadores de cumplimiento) se alinean, pero crean incentivos para la competencia destructiva, es decir, no se integran. El carácter de las metas es clave para generar gobernanza sistémica. Es evidente, al respecto, que el problema no estriba sólo en inhibir los incentivos que contradicen los principios de una política pública con enfoque de derechos, sino en lograr que existan metas orientadas expresamente a la generación de gobernanza.

El otro asunto son los valores que portan los directivos públicos. Existe, como se advertía, una interdependencia entre las instituciones (los incentivos institucionales) y los valores. El asunto es que estos últimos también pueden modelar las instituciones.

Si los encargados de implementar una política pública con enfoque de derechos no se han apropiado de esta perspectiva, es probable que tampoco le concedan valor a la interdependencia, a la diversidad, a lo público y, subsecuentemente, a la equidad, y que por lo tanto no puedan llegar a conformar una comunidad de prácticas.

Atendiendo estas tres dimensiones, se sugiere que la existencia de gobernanza sistémica requiere la construcción de incentivos institucionales para una gestión integrada y deliberativa en el interior del respectivo sector gubernamental, y entre éste y el resto de los sectores gubernamentales que tienen injerencia en los resultados de una política pública con enfoque de derechos (incluidos, naturalmente, los financieros).

Una gestión integrada remite a visiones compartidas sobre un problema que requiere el concurso de varios actores localizados en distintos sectores. Se traduce en “ponerse de acuerdo para trabajar juntos” y así, llegar a soluciones integrales. Resulta, además, un uso productivo de la diversidad entre sectores a partir de compartir los recursos (entre otros, de conocimientos) que son propios de cada sector. Lograr una gestión integrada supone, pues, algo más que una buena coordinación entre distintos actores.

Una gestión deliberativa, aun cuando es una condición para lograr una gestión integrada, constituye en sí misma un compromiso con la democracia y especialmente con el respeto a la diversidad social. Esto porque el compromiso con la deliberación se basa en el reconocimiento de que hay diferentes posiciones de valor que afectan la formación y la implantación de las políticas, que necesitan ser resueltas a través del diálogo en vez del poder. La nota más importante de la deliberación genuina es que los participantes encuentren razones que pueden aceptar en sus acciones colectivas y no necesariamente las que ellos respaldarían incondicionalmente o las que promoverían en forma óptima sus intereses individuales (Fung y Wright, 2003). La deliberación puede propiciar la comprensión mutua para lidiar con la complejidad de los problemas y la diversidad de actores. Puede, además, conducir a decisiones más imparciales y más racionales (Elster, 2001), y a decisiones más justas y legítimas (Fung y Wright, 2003).

En suma, el supuesto asumido es que si existen incentivos institucionales para una gestión integrada y deliberativa, puede haber gobernanza sistémica. Sus expresiones prácticas son, al menos, las siguientes:




1) Espacios institucionalizados de comunicación recíproca (deliberación) entre los actores a efecto de garantizar la integralidad.

2) Instrumentos y procesos de gestión en red, que apunten a un manejo integral de la política pública con enfoque de derechos tanto intra como intersectoriales. En particular, los referidos a procesos de programación, presupuestación, evaluación y control.

3) Criterios de valor acordes con los procesos de presupuestación, programación y evaluación en red, y en general con la producción de gobernanza.

4) Valores en los directivos públicos consistentes con la actuación integrada (diversidadinterdependenciacolaboracióndeliberación, entre otros).






UN NUEVO ESPACIO PÚBLICO





Los principios de exigibilidad, integralidad y participación social de las políticas con enfoque de derechos remiten a la construcción de un espacio público entre el Estado y la ciudadanía, donde ésta incide en la modelación de las políticas públicas con enfoque de derechos.

Existen distintas fuentes teóricas que iluminan la noción de espacio público. Los autores que se adscriben a la vertiente de la “teoría del discurso” referida a la administración pública (Dryzek, 1990; Fox y Miller, 1996; Hansen, 1998) desarrollan la noción de “esferas públicas autónomas”, donde discursos razonados, originados en la sociedad, inciden en la formación de las políticas. En este sentido, el espacio público se traduce en la creación de estructuras —redes de políticas y de políticas públicas— institucional y jerárquicamente trascendentes de la administración pública en las que fluye la razón práctica.

La literatura referente a la democracia deliberativa (Habermas, 1986, 1990 y 1999; Warren, 1999), y en especial los “enfoques neopúblicos” sobre la administración pública se ocupan, además del desarrollo de la esfera pública, en el interior de aquélla, iluminando la relevancia de la creación de interfaces entre sociedad y Estado (Fung, 2003; Fung y Wright, 2003; Font, 2001; Sorensen, 2000; Walters et al., 2000; Weeks, 2000; Barnes, 1999; Santos y Avritzer, 2004; Ranson y Stewart, 1994; Cunill, 1997, 2000 y 2004; Prior et al., 1995, citados por Cunill, 2010).

Adoptando como fin el contrabalancear los desequilibrios en la distribución del poder, el foco (el punto) en todos estos enfoques está en el desarrollo de arreglos institucionales que se traduzcan en participación ciudadana deliberativa y autónoma, particularmente de quienes no tienen voz, sobre las instancias y procesos de formación, control y evaluación de las políticas y decisiones públicas, para producir decisiones y resultados más justos, equitativos y racionales.

Según las diversas aproximaciones, la participación ciudadana así planteada se traduciría en mayor democracia y eficiencia en los servicios públicos, y por lo mismo, en mayor probabilidad de que ellos efectivamente permitan el despliegue del enfoque de los derechos sociales consagrados por políticas públicas con enfoque de derechos. De esta manera se podría desarrollar una relación virtuosa entre derechos sociales y derechos políticos de la ciudadanía (Canto, 2005; Cornwall y Gaventa, 2000, citados por Cunill, 2010).

Considerando todos estos desarrollos teóricos puede afirmarse que el estado del arte sobre los posibles aportes de la participación ciudadana a la democratización de la administración pública ha alcanzado un grado de maduración tal que permite derivar, en principio, las herramientas analíticas para determinar la orientación que requieren adoptar los arreglos institucionales que involucren a la ciudadanía en la formación y evaluación de las políticas con enfoque de derechos. Los acentos en el contenido político y deliberativo de la participación ciudadana, su inclusividad y su autonomía, así como los requisitos que debieran cumplir los arreglos institucionales para asegurar su despliegue conforman, en este sentido, un arsenal teóricometodológico pertinente al fortalecimiento de la esfera pública desde la sociedad.

Por otra parte, existen desarrollos que sugieren que la institucionalidad pública es también dependiente de la medida en que los valores de la solidaridad, conciencia cívica y dedicación humana se asienten en la producción de los servicios sociales. Esto, no sólo porque a través de ellos los servicios tienen más probabilidades de maximizar su eficiencia (en un sentido amplio) y su equidad, sino porque la intención expresa de su fortalecimiento puede contribuir a reforzar la dimensión de deberes de la ciudadanía y, específicamente, a desarrollar capacidades y organizaciones sociales.

Adoptando esta última perspectiva, los “enfoques neopúblicos”, que introducen la noción de “lo público no estatal”, ofrecen además referentes para evaluar el aporte de la coproducción públicoprivada a la democratización de la administración pública (Bresser Pereira y Cunill, 1998). Aquí el acento es colocado en los arreglos que pueden contribuir a desarrollar una institucionalidad pública sustentada en el empoderamiento social y el sentido de comunidad que pueda trascender los límites del Estado. Su foco es, específicamente, la ampliación de la esfera pública que tiene como referente la construcción de ciudadanía en su dimensión de deberes.

Desde este punto de vista, la existencia de un nuevo espacio público se expresa en lo siguiente:




a) Arreglos institucionalizados de participación deliberativa sobre las decisiones públicas y sus resultados que se traduzcan en incidencia y exigibilidad sobre los derechos instituidos.

b) Gestión de la información y comunicación con la ciudadanía para asegurar exigibilidad e incidencia.

c) Arreglos de coproducción públicoprivada que creen sentido de comunidad y responsabilidad social.

d) Valores de los directivos públicos consistentes con la construcción de ciudadanía (compromiso socialcorresponsabilidadregulación socialdeliberación, etcétera).




Los marcos institucionales y políticos que entraña la perspectiva de derechos humanos son así instrumentos que pueden ser efectivos para atenuar e incluso revertir la desigualdad real, y que también han sometido a un cuestionamiento profundo a las instituciones sociales y públicas. La positivación del derecho de los derechos humanos ha logrado que existan espacios institucionales que permiten a diferentes sujetos sociales constituirse en sujetos de derecho, lo que a su vez ha dado instrumentos para su exigibilidad y su consecuente vigencia (Güendel, s/f).

No existe una fórmula mágica o un único camino para la inclusión del enfoque de los derechos humanos en las políticas públicas. Resulta claro que éstas deben responder a contextos específicos e idealmente ser multiestratégicas y multimetódicas. En este sentido, las políticas públicas deben propender por soluciones a los problemas públicos que a su vez garanticen la realización de los derechos humanos.

En México como en otros países de América Latina, la alternativa inicial para emprender esta tarea ha sido la puesta en marcha de Programas Nacionales de Derechos Humanos. Hasta el momento ha habido cuatro de este tipo, correspondientes al mismo número de administraciones federales, los cuales podemos ubicar como un indicador del lento tránsito a la transversalización del enfoque de derechos humanos en las diversas políticas sectoriales, y como un campo de tareas pendientes, en términos técnicos pero también políticos a la luz de los resultados endebles que han arrojado, pues los problemas que les han dado origen, más que resolverse, se han agudizado con los años.





PROGRAMAS DE DERECHOS HUMANOS EN MÉXICO





A principios de la década de los noventa, los derechos humanos en México evidenciaban un serio rezago en términos de pobreza, discriminación, conflictos armados, violencia, impunidad, déficit democrático y debilidad de las instituciones, que fue claramente cuestionado con el levantamiento zapatista en 1994, y al cual se fueron sumando situaciones perturbadoras como Acteal, Atenco, y el conflicto poselectoral encabezado por la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO), desembocando, 20 años después, en una acentuada militarización como rasgo característico de los gobiernos de la alternancia, que arrojó un saldo de 30 mil desaparecidos y 90 mil muertos en el último de estos sexenios. A lo anterior vino a sumarse el caso de Ayotzinapa, ya con el retorno del Partido Revolucionario Institucional nuevamente en el gobierno federal.





PRIMER PROGRAMA NACIONAL
DE DERECHOS HUMANOS, 1998-2000




En un contexto de fuerte presión aparece como respuesta política la presentación, en 1998, por parte del presidente Ernesto Zedillo, del Programa Nacional de Promoción y Fortalecimiento de los Derechos Humanos. Dicho programa, de acuerdo con el informe oficial, articulaba “recursos y esfuerzos interinstitucionales y promovía la participación de la sociedad civil y de las organizaciones sociales”. Su propósito, se dijo, era “consolidar una cultura de respeto de los derechos humanos, mediante el fortalecimiento de los mecanismos institucionales y la erradicación de la impunidad” (Presidencia, 2000).

El programa constó de ocho objetivos: i) fortalecer una cultura de respeto a los derechos humanos; ii) consolidar mecanismos institucionales de protección de los derechos humanos; iii) continuar las acciones para erradicar la impunidad en los casos de violaciones comprobadas a los derechos humanos; iv) diseñar los mecanismos que permitan identificar los avances y obstáculos, de manera periódica y sistemática, de las políticas de respeto a los derechos humanos; v) incrementar la difusión entre la opinión pública de los mecanismos de protección y promoción de los derechos humanos; vi) coadyuvar en el cumplimiento de los compromisos internacionales en la materia; vii) fortalecer la autonomía del sistema no jurisdiccional, y viii) promover la colaboración entre el sector público y la sociedad civil, a través de los mecanismos institucionales y legales existentes para fortalecer la protección de los derechos humanos.

Preveía, entonces, que las acciones las coordinara la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), y además se evaluaría periódicamente por un “comité técnico de seguimiento”, integrado por las dependencias gubernamentales, los organismos públicos de derechos humanos, las organizaciones de la sociedad y, si lo estimaban conveniente, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, y los partidos políticos. Hizo un llamado a los poderes Legislativo y Judicial para que establecieran acciones similares dentro de sus ámbitos de competencia para lograr objetivos similares y que se complementaran recíprocamente. Se incorpora, en el discurso, la invitación a la sociedad a participar.

Dentro de sus líneas de acción contempló: a) Fortalecimiento. Seminarios y cursos de capacitación para servidores públicos; robustecer los programas educativos en materia de derechos humanos; b) Promoción. Campañas de difusión, particularmente en los medios masivos de comunicación; establecimiento de mecanismos de promoción y divulgación de los derechos humanos, en los que participaran de manera corresponsable diversos sectores de la sociedad civil; c) Protección. Reforzar los mecanismos de procuración de justicia para casos de violaciones de derechos humanos; fortalecer y mantener bajo evaluación las acciones de protección de grupos en situación de vulnerabilidad; coadyuvar al cumplimiento de las obligaciones de los tratados de los que México es parte; impulsar iniciativas para mejorar la normatividad relativa a derechos humanos. Además de esto, estableció una serie de acciones a corto plazo y medidas y acciones específicas de las dependencias del Ejecutivo federal en favor de los derechos humanos.

No obstante, en el primer informe —y único— se asentó un largo listado de acciones que formaron parte del programa: realización de pláticas, foros y talleres, la publicación de libros y guías procedimentales, que carecen de metas e indicadores como de evaluación o referencia alguna a los impactos, e incluso, como resultado de los mismos.2 Algunos miembros de organizaciones civiles aseveraron que su elaboración no se dio a través de un proceso participativo. Las organizaciones no fueron informadas ni consultadas sobre este programa, catalogado como efímero y sin mayor trascendencia. Los organismos de derechos humanos, nacionales e internacionales, cuestionaron la legitimidad y la eficacia del mismo, debido a que no se basó en un diagnóstico de la situación de derechos humanos, sólo retomó aspectos de derechos civiles y políticos, sin considerar los factores económicos, sociales y culturales, y fue destinado, de manera muy general, a la “capacitación y educación en derechos humanos”; tampoco fue sujeto a debate con las organizaciones especializadas en el tema. Las organizaciones consideraron que tuvo un impacto nulo en la modificación de prácticas violatorias y no fue socializado (Centro Prodh, 1999).

En aquel momento la Red de Todos los Derechos para Todas y Todos (Red TDT), manifestó que a través del Programa de 1998 no se planteó resolver las problemáticas pendientes, ni atacar las condiciones estructurales que permiten la violación sistemática de los derechos humanos. Por lo anterior, frente a los límites de dicho programa se consideró necesario establecer una auténtica estrategia de política pública en materia de derechos humanos. “[…] la administración de Zedillo hereda al siguiente gobierno la tarea relativa a la implementación de la Cooperación Técnica, acuerdo negociado con Naciones Unidas” (Centro Prodh, 2005).

Más tarde, el gobierno foxista y las organizaciones de la sociedad civil (OSC) coincidieron en que el programa zedillista tuvo muchas fallas y limitaciones. Debido a ello no fue considerado como referencia durante las actividades de la segunda fase del Acuerdo de Cooperación Técnica, del cual se hablará más adelante (OACNUDH, 2002).

Lo mismo sucedió con la Comisión Intersecretarial para la Atención de los Compromisos Internacionales de México en materia de Derechos Humanos, ya que a pesar de que se instaló en octubre de 1997, fue hasta dos años después, el 25 de octubre de 1999, una vez concertada y programada la visita de la Alta Comisionada, que las organizaciones civiles3 pudieron dialogar con dicha comisión, fundamentalmente a raíz de los primeros ataques en contra de la defensora de derechos humanos, Digna Ochoa y Plácido (en agosto de ese mismo año), y en el contexto de una serie de agresiones a defensores de derechos humanos en el país. La segunda reunión fue el 8 de noviembre, cuya agenda giró en torno a los ataques a defensores, la política migratoria mexicana, seguridad pública y la situación en Chiapas (Petrich, 1999).

La Comisión Intersecretarial estaba integrada por el representante de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) (quien entonces la presidía) y los representantes de las secretarías de Gobernación, de la Defensa Nacional y de Marina, y en calidad de invitados permanentes, un representante de la Procuraduría General de la República y uno de la CNDH.

Dentro de sus funciones estaba coordinar acciones de dependencias y entidades de la Administración Pública Federal (APF) para proveer el cumplimiento de los compromisos internacionales contraídos por México en materia de derechos humanos; recomendar políticas y medidas relativas a la vigencia en el país de las convenciones internacionales en materia de derechos humanos; recibir y ordenar la documentación que proporcionen las dependencias y entidades de la APF, y efectuar su análisis con base en los requerimientos y actuaciones de los organismos internacionales competentes en esta materia; proponer a la SRE las respuestas a las solicitudes de información hechas al gobierno de México por organismos internacionales en materia de derechos humanos, o por organizaciones no gubernamentales de derechos humanos de carácter internacional en relación con presuntas violaciones a esos derechos en el territorio nacional; apoyar a la SRE en la preparación de informes del gobierno de México para organismos internacionales establecidos por las convenciones sobre derechos humanos de los que México sea parte; solicitar, por conducto de la Secretaría de Gobernación (SG), la información sobre las presuntas irregularidades o violaciones de derechos humanos imputables a autoridades estatales o municipales, cuando sea necesario para cumplir las funciones señaladas en las fracciones anteriores, y atender los demás asuntos que conforme a su objetivo le encomiende el presidente de la República, sin demérito de las atribuciones de otras autoridades competentes, principalmente de la propia CNDH.

Cabe resaltar que, al mismo tiempo, en este periodo se realiza una de las reformas más importantes en materia electoral (1996), la cual se expresa en los resultados diferenciados y más proclives a la oposición en 1997 y 2000; éstos evidenciaron una lucha por la alternancia en la competencia política, además de cerrar una etapa histórica en el país.

A partir de estas reformas, la oposición parlamentaria fue creciendo hasta obtener cerca de la mitad (48%) de los escaños en la diputación federal en 1988, y algo más de una cuarta parte (26%) de los escaños en el Senado, en 1994. Finalmente, la pluralidad sustituye al monolitismo en el Congreso cuando la oposición logra, en conjunto, ganar más de 50% de los asientos en la Cámara de Diputados a partir de 1997, y en la Cámara de Senadores a partir de 2000 (Bizberg, 2010). Estas reformas al sistema político también fueron la base de las principales transformaciones en materia política en el año 2000, ya que permitieron el advenimiento del Partido Acción Nacional (PAN) al poder con sus respectivas consecuencias.





SEGUNDO PROGRAMA NACIONAL
DE DERECHOS HUMANOS, 2000-2006




Uno de los principales avances del gobierno de Vicente Fox en el objetivo —trazado desde la campaña presidencial— de transformar la imagen en materia de derechos humanos del país a escala internacional fue firmar el Acuerdo de Cooperación Técnica para la promoción y defensa de los derechos humanos con la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas (OACNUDH). Este acuerdo ya había sido negociado, con resistencia por parte del gobierno de Ernesto Zedillo. Desde el principio esta negociación estuvo marcada por el hermetismo, finalmente, y por lo poco que salió a la luz pública, se supo que el acuerdo no se logró debido a la negativa del gobierno zedillista para aceptar a una misión evaluadora (Velasco, 2004).

Pese a esto, el producto de esta negociación fue lo que denominaron en su momento el “Memorándum de Intención para el Desarrollo y Aplicación de Programas de Cooperación Técnica en el Campo de los Derechos Humanos”,4 firmado en el último año de gobierno de Zedillo, en donde se comprometían, tanto el gobierno federal como la Oficina del Alto Comisionado, a llevar a cabo las actividades de cooperación técnica para la promoción y defensa de los derechos humanos en México (Velasco, 2004).

Posteriormente, en el lapso de “entrega” del gobierno de Ernesto Zedillo a Vicente Fox, se reactiva el vínculo con la OACNUDH, donde Mariclaire Acosta funge de intermediaria, por sus pasadas relaciones con esta oficina.

Al ser la firma de este acuerdo un interés compartido, la negociación de la primera fase, al igual que durante el gobierno zedillista, se desarrolla a puertas cerradas; el hermetismo fue una de las condiciones que había impuesto el gobierno mexicano a la Oficina del Alto Comisionado para asegurar su firma. Bajo estas determinantes el acuerdo fue negociado aceleradamente.

El primer acto de gobierno de Vicente Fox fue la firma de la primera fase del Acuerdo de Cooperación Técnica entre el gobierno mexicano y la OACNUDH. El acuerdo se estructuró a partir de cuatro componentes: 1) la organización de un curso de entrenamiento médico para examinar la tortura; 2) la preparación de un entrenamiento sobre investigación forense de la tortura; 3) la formulación de un proyecto para fortalecer a la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), y 4) la realización de un seminario sobre mecanismos de protección de los derechos humanos destinado a organizaciones no gubernamentales especializadas en el tema indígena.

Mediante este acuerdo se crea una instancia civil que, “además de servir como enlace con los otros sectores de la sociedad civil mexicana” (OACNUDH, 2000), fungiría como asesora y/o consultora de la Oficina del Alto Comisionado, denominado Comité Enlace, conformado por las organizaciones civiles de derechos humanos,5 las cuales fueron representativas en la defensa de derechos humanos en el país durante el régimen priísta, habían concentrado parte de su trabajo en el cabildeo e interlocución con instancias internacionales de derechos humanos.

El viraje hecho por este tipo de organizaciones en sus actividades tradicionales, las cuales se basan en la confrontación política con gobiernos federales autoritarios que negaban sistemáticamente el acceso al sistema de protección y promoción de los derechos humanos, generaron un ambiente de incertidumbre en torno a los efectos reales de su vinculación institucional tanto en la situación de los derechos en el país como de la misma dinámica interna y de vinculación con otras organizaciones. Fue necesario que modificaran sus principales estrategias, en algo más de dos décadas, con los gobiernos priístas, que se centraban en denuncias públicas y subsecuentes demandas en los sistemas de justicia nacional e internacional a las violaciones y omisiones en materia de derechos humanos en los diferentes sexenios por parte de distintos agentes estatales, e incursionar en el ámbito de las políticas públicas y las acciones de gobierno.

Así pues, al inicio de la administración foxista, con la nueva coyuntura política caracterizada por la transición, la relación de las principales organizaciones de defensa y promoción de derechos humanos se encaminó a la negociación dialogada y a la búsqueda de consensos en un escenario institucional donde confluían gobierno federal y OACNUDH. Sin embargo, algunas organizaciones no confiaron demasiado en la efervescencia de la “transición democrática”, por una razón central, el lugar que ocupaba el PAN en la arena políticoideológica en México. El pan representaba las reivindicaciones de la derecha mexicana, cuestión profundamente divergente al constructo político e ideológico de la gran mayoría de organizaciones de derechos humanos, el cual se encontraba ubicado en la izquierda.

Paralelamente, con la firma del acuerdo se crea una figura que representaba la máxima instancia decisoria, denominada Comité de Seguimiento del Acuerdo, la cual estaba conformada por representantes de la Oficina del Alto Comisionado (Antonio Cisneros), de la SRE (Mariclaire Acosta, Alicia Elena Pérez Duarte, Alberto Székely, Guadalupe González), del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) (Clemencia Muñoz y Perla Pineda), y la Coordinadora Nacional del proyecto (Begoña Antón). Al poco tiempo, a éste (Comité de Seguimiento del Acuerdo) se vinculó un representante del Comité de Enlace, con voz pero sin voto, cuestión que para Centro Prodh (2005) fue un logro de las organizaciones, ya que les permitió estar presentes en el proceso de toma de decisión teniendo la posibilidad de intervenir mediante el uso de la palabra y, por consiguiente, influir en cada una de las mismas.
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